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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del proceso de la referencia. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría.

AUTO / PRECLUSIÓN SOLICITADA POR LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN / Prevaricato por Acción / Jueces de la República / Conductas Atípicas / Se decreta la Preclusión.
SOBRE EL CASO DEL DR. MARIO LONDOÑO BARTOLO (juez 6º civil municipal de Pereira) y la DRA. AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ. (Juez 4º de familia de Pereira)

(…)

“A su vez la evidencia documental allegada por el delegado de la FGN demuestra que las decisiones que adoptaron el juez civil 6º civil municipal y la juez 4º de familia de Pereira, en lo relativo a la posesión que se le reconoció a la señora Arbeláez sobre el predio “Las peñas” , no se basaron simplemente en el examen del acta de entrega del citado predio que hizo la juez 1º penal municipal de Santa Rosa de Cabal en calidad de comisionada el 14 de abril de 2004 en favor del señor Jaime Ocampo Restrepo, sino en la valoración de la prueba documental y testimonial que se allegó al referido trámite incidental, que correspondió a su particular criterio sobre el material probatorio allegado a esas actuaciones, que los condujo a reconocer que la señora Arbeláez era poseedora del inmueble “Las Peñas” desde el 21 de julio de 2003, según la decisión específica que adoptó la juez 4ª de Familia de Pereira.”
(…)

“En ese orden de ideas se concluye que pese a la particular opinión del señor Ocampo Restrepo, que en principio expresó su disconformidad con las determinaciones de los funcionarios denunciados, no existen medios probatorios que permitan subsumir la conducta de los funcionarios investigados en la norma de prohibición contenida en el artículo 413 del CPP, ya que no se advierte que hubieran proferido decisiones manifiestamente contrarias a la ley, por lo cual en lo que a ellos atañe, se acogerá la solicitud que presentó el delegado de la FGN.”
SOBRE EL CASO DE LA DRA. GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO. 

“En lo que tiene que ver una conducta atribuida a la Dra. Gloria Inés Castaño Buitrago, juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal, derivada del fallo que adoptó el 27 de octubre de 2009 dentro del proceso reivindicatorio que adelantó el señor Jaime Ocampo Restrepo contra la señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio y el abogado Elmer Alonso Castaño Bermax, se hacen las siguientes consideraciones :

(…)

“Sin embargo la juez denunciada consideró que de acuerdo a las decisiones adoptadas por el juez 6º civil municipal de Pereira el 7 de julio de 2005 y la señora juez 4º de Familia de esta ciudad el 11 de noviembre de 2005 -específicamente esta última determinación-, la posesión de Gloria Amparo Arbeláez sobre el predio “Las Peñas” se había consolidado desde el 21 de julio de 2003, es decir con anterioridad al título del señor Jaime Ocampo Restrepo, quien había acompañado como prueba en la acción de dominio copia auténtica la escritura 738 del 16 de febrero de 2008, de la notaría 5ª de Pereira, que contenía el acto de adjudicación de bienes dentro del proceso de sucesión del señor Jesús Antonio Ocampo Valencia.

En consecuencia estimó que con base en la fecha en que se fijó la posesión del citado predio que le fue restituida a la señora Arbeláez Osorio, mediante decisiones que habían cobrado ejecutoria, resultaba claro que no podía prosperar la pretensión reivindicatoria del actor, ya que la posesión ejercida por la citada señora era anterior al título del accionante, y en consecuencia sustentó su decisión en precedentes de la Sala de Casación  Civil de la CSJ del 1 de junio de 1955 y del 28 de septiembre de 1977, donde se había expuesto que para que prosperara la acción revindicatoria sobre un bien, era necesario que el título del demandante fuera anterior a la posesión ejercitada por el demandado.”
(…)

“Como se observa, la Sala de Casación Civil mantiene vigentes los conceptos de la jurisprudencia tradicional de esa Colegiatura, en el sentido de que en materia de acciones de dominio el demandante debe demostrar que su título es anterior a la posesión del demandado, lo que no fue acreditado por el demandante Jaime Ocampo Restrepo en el proceso reivindicatorio que adelantó contra Gloria Amparo Arbeláez y Helmer Alonso Castaño Bermax, y ello explica que la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal no hubiera fallado el citado proceso acudiendo a una exhaustiva labor de análisis probatorio, sino con fundamento en los precedentes del órgano de cierre en materia civil antes referidos, sobre la prevalencia de la posesión del demandado cuando el título del reivindicante era posterior a ese hecho, tal y como sucedió en el presente caso.”
(…)

“De conformidad con lo expuesto anteriormente la Sala no advierte que la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal hubiera proferido una decisión manifiestamente contraria a la ley al fallar el citado proceso en contra de los intereses del señor Ocampo, al presentarse una situación evidente como la prevalencia temporal de la posesión primigenia y agregada de los demandados, sobre el predio objeto de la acción de dominio, que había sido reconocida desde el 21 de julio de 2003 según la decisión del 11 de noviembre de 2005 de la juez 4º de Familia de Pereira,…”
(…)

“Sin embargo se advierte que conforme al acápite de pretensiones de la demanda reivindicatoria que promovió Jaime Ocampo Restrepo ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el objeto del mencionado proceso no estaba relacionado con la titularidad del derecho de dominio del predio “Las Peñas”, que para esa fecha estaba en cabeza del señor Ocampo, sino sobre la restitución de la posesión de ese inmueble en favor del actor, por lo cual, como se expuso anteriormente y en virtud de las decisiones que habían adoptado el Dr. Mario Londoño Bartolo y la Dra. Amanda Pineda Gutiérrez, existía un reconocimiento de la posesión que ejercía la señora Arbeláez sobre el predio en mención, que fue fijada a partir del 21 de julio de 2003, y que era anterior a la adquisición del derecho de dominio por parte del demandante y por ello, su pretensión no podía prosperar, situación que a su vez hacía irrelevante la aplicación de la figura de la prejudicialidad, ya que el tema en discusión no se centraba en el derecho a la propiedad del citado bien.

En ese orden de ideas se puede concluir entonces que pese a lo que manifestaron el señor Gilberto García Ramírez y la Dra. María Emilia Arango Ormaza en sus entrevistas, no se podía condicionar el proferimiento del fallo que dictó la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal a los efectos de la investigación adelantada contra la señora Arbeláez y Wagner Edgardo Riascos Ruiz, ya que se reitera que en ese juicio ordinario no se debatía lo correspondiente a la propiedad de ese inmueble, sino la pretensión del  señor Ocampo de recuperar la posesión material de ese predio, asunto que no fue ventilado en el proceso penal que se tramitó en el juzgado 6º penal del circuito de Pereira en el fallo antes mencionado, donde fue condenada la citada señora por la conducta de “obtención de documento público falso”, precisamente por haber inducido en error al escribano 3º de esta ciudad para acreditar que era titular del dominio del predio sobre el cual le fue reconocida su calidad de poseedora, pero no se examinó ninguna situación relativa al ejercicio de la posesión del inmueble “Las Peñas”. “
Citación jurisprudencial: Sala de Casación Civil de la CSJ en sentencia del 28 de enero de 2015, con radicación STC483-2015

Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, expediente No. 4987, diciembre 2 de 1997.

CSJ SC, 28 sep. 2009, rad. 2001-00002-01

Sentencia dictada el 13 de febrero de 2012, la citada Sala Civil–Familia, con ponencia del Dr. Gonzalo Flórez Moreno no accedió a la solicitud de revisión del fallo que dictó la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal en la fecha mencionada, dentro del citado proceso ordinario reivindicatorio.

ATIPICIDAD: CSJ SP del 13 de julio de 2006, radicado 25627

Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal. Sentencia del 13 de julio de 2006. Proceso Rad. 25627. M.P. Marina Pulido de Barón

Sentencia C-651 de 2011. / Sentencia C-591 de 2005.

A su vez en CSJ SP del 21 de agosto de 2013, radicado 39751 se precisó ese concepto al hacerse mención de los elementos estructurales del delito de prevaricato por acción, retomando lo expuesto en CSJ SP del 27 de septiembre de 2002 radicado 17680 y en CSJ SP del 27 de julio de 2011, radicado 35656
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE

PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 950 del diecinueve (19) de octubre de dos mil dieciséis (2016)
Pereira, veintiséis (26) de octubre de dos mil dieciséis (2016)

Hora: 9:00 a.m. 

1. ASUNTO A DECIDIR 

Se entra a resolver lo concerniente a la solicitud de preclusión solicitada por la FGN en favor de las Dras. AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ (en su calidad de juez 4º de Familia de Pereira); GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO (juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal), y MARIO LONDOÑO BARTOLO (juez 6º civil municipal de Pereira), por el delito de prevaricato por acción.

2. ACTUACIÓN PROCESAL.
En la audiencia de solicitud de preclusión, se cumplieron las siguientes actuaciones:

2.1 El fiscal requirente formuló su solicitud de preclusión en los siguientes términos: 
“El señor  JAIME OCAMPO RESTREPO denunció penalmente a los funcionarios antes mencionados, con base en el siguiente contexto fáctico: 

HECHOS: 

El denunciante es subrogatario de los derechos herenciales de la familia OCAMPO RESTREPO sobre un predio rural situado en la Florida sector rural del Municipio de Santa Rosa de Cabal y del cual aparentemente se apropió GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO persona que convivió con un hermano del denunciante fallecido en julio 20 de 2003;  correspondió a la fiscalía 34 la investigación por los hechos denunciados en contra de la señora GLORIA AMPARO y su abogado HELMER ALONSO CASTAÑO BERMAX por los punibles de fraude procesal, uso de documento publico falso y uso de documento privado falso.  La Fiscalia 20 seccional inicio indagación penal en contra de GLORIA AMPARO por haber falsificado unas escrituras para hacerse a la titularidad de la propiedad, sin embargo según el denunciante, conocedores de tal situación los juzgados 6º y 4º hicieron caso omiso del mandato del articulo 170 del Código Civil, que determina la prejudicialidad. 

El juzgado 4º de familia dictó fallo el 11 de noviembre de 2005, pero reconoció la posesión a partir del 21 de julio de 2003, violando (según el denunciante) el contenido de los artículos 29 y 30 de la Constitución y el art- 6º del C. de Procedimiento Civil.
El proceso reivindicatorio correspondió al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, entre tanto el abogado HELMER ALONSO CASTAÑO le compró la posesión a GLORIA AMPARO su poderdante, mediante oficio se le informó a la señora Juez que la venta de la posesión era nula de conformidad en el articulo 906 numeral 7  del decreto 410 de 1971, la señora Juez indicó que dicha solicitud se tendría en cuenta al momento del fallo, pero descartó dicha prueba.

Finalmente la señora Juez hace caso omiso de las pretensiones de la demanda y hace nulo el proceso violando los términos al demandante para presentar alegatos de conclusión. 

El día 27 de octubre el apoderado del denunciante presentó alegatos de conclusión pero fueron rechazados por extemporáneos, el 28 aparece una constancia firmada por la secretaría del juzgado, donde se indican los días para presentarlos  señalando del 16 al 27 y el 3 de noviembre aparece un edicto donde se dice que el 27 de octubre se profirió el fallo.-

La señora Fiscal 34 fundamenta su decisión en el hecho que la señora Juez Civil de Santa Rosa solo tuvo en cuenta la posesión reconocida a Gloria Amparo, pero esta posición en criterio del denunciante demuestra parcialidad por que una cosa es la posesión y otra la venta de la misma. Por ello considera que hubo “un arreglo” entre los juzgados 6º civil municipal, 4º de familia y civil del circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Como anexos de su denuncia nos allega en copias informales una constancia mediante la cual se DECIDE SOBRE REAPERTURA adiada el 25 07 2012 mediante la cual la Doctora MARÍA VICTORIA ESTRADA GONZÁLES indica que NO REABRIRÁ LA INVESTIGACIÓN, igualmente se nos allega la decisión de archivo de las diligencias (pero en solo dos folios donde no se señala que funcionario la emitió), copia de una diligencia de entrega de bien inmueble, elaborada en el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal donde la señora Juez le hace “…entrega en forma real y material al señor OCAMPO RESTREPO de un bien definido previamente, copia del oficio Nro. 1486 del 4 de noviembre de 2004 expedido por el secretario del Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira al señor Fiscal 20 delegado ante Jueces del Cto de la misma ciudad, copia del oficio 287 del 13 de mayo de 2005 mediante el cual el Fiscal 20 Seccional le remite al señor Secretario del Juzgado Quinto Civil Mpal de la misma ciudad fotocopia autenticada “… de la resolución calificatoria proferida dentro del proceso 93945 adelantado en contra de la mencionada” (GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO) (Entre paréntesis nuestro).-

Copia del oficio F20 861 del 03 de octubre de 2005 de la Fiscalia 20 Seccional al señor Juez Cuarto de Familia donde se menciona que la Fiscalía Primera Delegada ante el Tribunal “CONFIRMA la providencia que acusó a la señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio y Wainer Edgardo Riascos Ruiz por los delitos de Falsedad en documento privado y obtención de documento público falso”- 

Dos copias de una decisión al parecer expedida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, donde se confirma”… la providencia proferida por el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad de fecha 7 de julio de 2005, dictado en la sucesión del causante JESÚS ANTONIO OCAMPO VALENCIA, dentro del incidente de oposición a la diligencia de secuestro propuesto por la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO”.-

En el resultando segundo de dicha decisión se expresa “Se aclara el contenido de ese auto y de acuerdo a las consideraciones de ésta providencia, que la señora ARBELÁEZ OSORIO entró en posesión del bien inmueble determinado al inicio de éste auto, desde el 21 de julio de 2003”.-

Copia de auto del Juzgado Quinto Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal de fecha noviembre 12 de 2008 dentro del cual se ordenó vincular como parte demandada al señor HELMER ALONSO CASTAÑO BERMAX y se ordena la suspensión del tramite hasta tanto se notifique a dicho señor. 

Copia de escrito signado por la señora MARÍA EMILIA ORMAZA ARANGO informando al señor Juez Civil del Cto de Santa Rosa que el señor CASTAÑO BERMAX era el apoderado de la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ, este memorial lleva fecha abril 1º de 2009.

Copia de auto del dos de abril del 2009 mediante el cual el Juzgado Civil del Cto de Santa Rosa, señala que la documentación arribada será “.tenida en cuenta en el momento procesal oportuno”.-

Copia de memorial dirigido por el señor JAIME OCAMPO RESTREPO a la señora Juez Civil del Cto de Santa Rosa de Cabal de fecha marzo 11 de 2009 mediante la cual le señala que el Doctor CASTAÑO BERMAX ha incurrido en su parecer en lo dispuesto en el numeral 7º del articulo 906 del decreto 410 de 1.971

Copia de un telegrama de fecha 29 de octubre de 2009 mediante el cual la Secretaria del Juzgado Civil del Cto de Santa Rosa, le informa al señor PROCURADOR AMBIENTAL Y AGRARIO que se negaron las pretensiones de la demanda y se ordenó el levantamiento de las medidas decretadas . 

Copia de una constancia emitida por la secretaría del Juzgado Civil del Cto donde señalan los días hábiles para la presentación de alegatos de conclusión dentro del asunto civil, signado por la Secretaria del Despacho, de fecha 28 de octubre de 2009.-

Copia del Edicto de fecha 03 de noviembre de 2009 mediante el cual señala que la sentencia se profirió el 27 de octubre de 2009.-

Copia del oficio DSF 01045 del 28 de mayo de 2012 dirigido al hoy denunciante por parte del en ese entonces Director  Seccional de Fiscalias de esta ciudad, en el cual se le informa sobre la autonomía e independencia de los funcionarios judiciales, y se  le sugiere dirigirse a la Fiscal delegada que profirió el archivo dentro del asunto penal 660016000036201003177,  para que analizara la viabilidad de reabrir la indagación. 

Habiendo sido asignado al Despacho a mi cargo el asunto en cuestión, se elaboró el respectivo programa metodológico y se impartieron órdenes de policía judicial, las cuales cumplidas, arrojaron los siguientes resultados: 

a) Se obtuvo la entrevista del denunciante JAIME OCAMPO ROBLEDO, quien señaló que como quiera que la denuncia había sido elaborado con el auxilio del señor GILBERTO GARCÍA RAMIREZ, era este quien debía ser entrevistado. 
b) En tal virtud se entrevistó al señor GILBERTO GARCÍA RAMÍREZ quien menciona como la denuncia realmente habría sido fulminada en contra de tres servidores, el señor Juez Sexto Civil Municipal Dr MARIO LONDOÑO BARTOLO, la Juez 4ª de Familia que ratifica el fallo del Dr LONDOÑO BARTOLO, doctora AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ y la Dra. GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO titular del Juzgado Civil Del Cto de Santa Rosa de Cabal, al primero y al segundo por validar un acta de ocupación que no llevaba firma de la poseedora y para ello se fundamenta el entrevistado en una jurisprudencia que no menciona, también señala que debió imperar la prejudicialidad  y esperar el funcionario Civil los resultados del proceso penal adelantado en contra de la señora ARBELÁEZ OSORIO. El entrevistado señala que no es abogado, pero que conoce el tema, hace entrega de un documento donde inserta algunos resaltados suyos. 
c) Se entrevista a MARÍA EMILIA ORMAZA ARANGO abogada del señor OCAMPO ROBLEDO, señala que cuando se profirió el fallo en contra del señor OCAMPO ROBLEDO, ella le aconsejó apelar, pero que fue su consejo desestimado y este prefirió apoyarse en el señor GARCÍA RAMÍREZ motivo por el cual instauró una tutela la cual perdió por improcedente, señala que la que actuó de mala fe fué la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ quien hizo incurrir en error a la Dra. GLORIA INÉS CASTAÑO.  
d) Se entrevistó al Doctor HELMER ALONSO CASTAÑO BERMAX quien manifestó haber sido el apoderado de la señora ARBELAEZ, que no observó ningún tipo de anomalías en el devenir procesal y que incluso el Tribunal a través de su Sala Civil Familia desestimó un recurso de revisión en contra del fallo del Juzgado Civil del Cto de Santa Rosa de Cabal. Anexó a su entrevista copia del Fallo del Honorable Tribunal. 
e) Entrevista a la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO donde señala que a ella se le reconoció LA POSESIÓN del predio rural denominado LAS PEÑAS, que esa decisión fue apelada y ratificada, que el asunto penal tramitado en su contra no la afectó puesto que ella lo que estaba alegando era precisamente la Posesión, anexó copia de la decisión del Juzgado Sexto Civil Municipal adiada a los 21 días del mes de abril de 2006 mediante la cual se advierte que se reconoce a la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO como poseedora. 
f) Se arribaron también hojas de vida correspondientes a algunos de los funcionarios denunciados, en el siguiente orden:
g) Se obtuvo interrogatorio de la doctora GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO, señalando que efectivamente le correspondió adelantar el proceso Reivindicatoria adelantado por JAIME OCAMPO RESTREPO en contra de la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO, donde el fallo fue adverso a los intereses del demandante toda vez que mientras este alegaba el dominio, el titulo que exhibía era posterior a la fecha en la que la demandada había ejercido la posesión y eso lo probó a través de testigos y prueba documental. Aclara que el Doctor CASTAÑO BERMAX no fue abogado de la señora ARBELÁEZ en ese caso, el Dr. BERMAX también estaba demandado toda vez que la señora ARBELÁEZ le había enajenado la posesión que tenia sobre el bien objeto de la demanda. Señala que el señor OCAMPO no hizo uso de los términos legales y los recursos establecidos, sino que esperó el resultado de una tutela que finalmente le fue adversa que incluso intentó una acción de REVISIÓN igualmente fallida. Señala que el señor OCAMPO a sabiendas que había perdido el inmueble procedió a hipotecarlo, hizo entrega de documentación que respaldaba sus dichos, señala por ultimo que no conocía a ninguna de las partes previamente motivo por el cual su juicio no fue nunca viciado por amistad o enemistad. 
h) Se arribó la hoja de vida correspondiente al Doctor MARIO LONDOÑO BARTOLO. 
i) En igual forma se obtuvieron las fotocopias de las tarjetas de preparación de cédula de los señores AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ, GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO y MARIO LONDOÑO BARTOLO,  funcionarios contra los que finalmente se dirigió la acción punitiva del estado. 
j) Se obtuvieron fotocopias del asunto radicado al NUNC 666826000036201003177 mediante el cual se tramitó el asunto de FRAUDE PROCESAL en contra de la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO y otro. 
k) Se obtuvo fotocopia de la actuación radicada al Nro.  93945 por parte del Juzgado 6º Penal del Circuito .-
l) Se allegaron copias del expediente 287-2003 del Juzgado Quinto Civil Municipal.-
m) Sometida que fue a interrogatorio de indiciado la doctora AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ, señala que su Despacho ratificó el fallo de primera instancia del Juzgado por cuanto lo que allí se debatía era la posesión y que esta calidad estaba suficientemente acreditada, señala que en ningún momento le fue allegada jurisprudencia sobre tal tema y que si así hubiera sido la misma debía ser claramente mencionada para buscarla y así debatirla. Afirmó que no era dable aplicar la PREJUDICIALIDAD por cuanto lo analizado era una posesión y que esta se encontraba debidamente probada. 
n) El doctor MARIO LONDOÑO BARTOLO no rindió interrogatorio de indiciado pero en escrito que remitió sobre el asunto por el cual hoy se le vincula aseveró que lo que en su contra se reprocha era haberle dado reconocimiento a un acta de entrega que no estaba firmada por una de las partes, pero lo realmente sucedido es lo siguiente: Con el escrito de oposición entregado por el apoderado del hoy denunciante, se anexó copia de la DILIGENCIA DE AUDIENCIA DE ENTREGA DE BIEN INMUEBLE, realizada por el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal , pero al momento de tomarse la decisión, vertida a través de auto del 7 de julio del 2005, dicho documento no fue tenido en cuenta como prueba, ello contradiciendo lo denunciado. Lo que se tuvo en cuenta fue la prueba testimonial obtenida en el trámite incidental en conjunto con la prueba documental, ello de acuerdo a las normas procedimentales del régimen civil. Las pruebas valoradas fueron en su orden: i) Copia del poder especial de Jesus Antonio Ocampo Valencia a Wainer Edgardo Riascos Ruiz, ii) Certificado de defunción del señor Jesús Antonio Ocampo Valencia, iii)copia de la escritura publica nro 3524 de octubre 26 de 2001 sobre la compraventa con nota de resolución de contrato de Wainer Edgardo Riascos Ruiz y siendo vendedor Jesús Antonio Ocampo Valencia , iv) Copia autentica de la escritura publica nro 3983 de diciembre 5 de 2001 , de aclaración de la escritura nro 3524 de octubre 26 de 2001 sobre la compraventa con la nota de resolución de contrato, v) copia auténtica de  la escritura publica nro 3718 de noviembre 25 de 2002 de resolución de contrato de compraventa y aclaración, vi) 4 pruebas de la parte incidentada, copia autentica del proceso 93 945 adelantado por la Fiscalia en contra de Gloria Amparo Arbeláez Osorio por el delito de falsedad material. De allí se desprende según el interrogado que en modo alguno el acta de entrega del bien inmueble fue tenida como prueba cayéndose así la denuncia penal formulada. Finalmente señala como el acta en si, fue firmada por algunos de los que en ella intervinieron, no obstante que la señora GLORIA AMPARO no la suscribió.- 
EL DELITO INVESTIGADO:

Son elementos constitutivos del delito de PREVARICATO POR ACCIÓN  según el texto CÓDIGO PENAL ESQUEMÁTICO Corporación Latinoamericana de Ciencias Jurídicas y Forenses ILAC Edic Doctrina y Ley Ltda Bogotá D.C  pag 417:

Sujeto Activo: Cualificado jurídicamente y singular: Servidor Público.

Sujeto Pasivo: El Estado.
Conducta        : Verbo determinador simple: Proferir. 
Elementos Descriptivos: Sin especificación de las circunstancias de comisión
Objeto Jurídico: Principio de legalidad de la actividad estatal. 
Objeto Material fenoménico: Resolución, dictamen o concepto que reúne la calidad de ostensiblemente ilegal. 

Es aplicable dicha norma por cuanto se ha efectuado denuncia penal en contra de los Doctores MARIO LONDOÑO BARTOLO, GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO y AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ, en su condición de Juez Sexto Civil Municipal de Pereira para el año 2005, Juez  Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal  y Juez Cuarto de Familia para el año 2005, en ese orden. Lo cual se traduce en la capacidad potencial de poner en peligro el bien jurídico tutelado de la Administración Pública. Situación que se comprobó fehacientemente con la aducción de la certificación expedida por la Secretaria del Tribunal en el caso del Doctor MARIO LONDOÑO BARTOLO donde se relacionaron los cargos ejercidos por el citado profesional desde el 1º de marzo del año 2001 hasta la fecha de la certificación 13 de diciembre de 2012, entre los cuales se mencionaba el de Juez Sexto Civil Municipal de Pereira en Propiedad con unas licencias para otros cargos. Anexándose copias de las resoluciones nro 34 del 31 de mayo de 2012, 194 del 1º de septiembre de 2011, 10 del 14 de febrero de 2001 y el acta 272 del 1º de marzo de 2001 mediante la cual el Doctor LONDOÑO BARTOLO tomó posesión legal del cargo para el cual fue designado. Igualmente se allegó copia de la resolución nro 164 del 11 de junio de 2003 mediante la cual La Sala Plena del Honorable Tribunal Superior de este Distrito Judicial designó a la Doctora AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ como Juez Cuarto de Familia de esta ciudad a partir del 1º de julio de dicho año. Copia del Acta 118 del 1º de julio de 2003 mediante la cual la Doctora AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ tomó posesión del cargo anterior ante la Alcaldía Municipal de esta ciudad.  Copia de la Resolución nro 177 del 6 de diciembre de 2007 emanada de la Sala Plena del H. Tribunal Superior de Pereira, mediante la cual se dispuso trasladar a la Doctora GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, resolución nro 6 del 24 de enero del 2008 de idéntica procedencia mediante la cual se prorrogó por una sola vez y hasta el 1º de febrero del 2008 el término para que la ante citada funcionaria tomara posesión del cargo de Juez Civil del Cto de Santa Rosa de Cabal en propiedad.  Acta nro 063 del 01 de febrero del 2008 procedente de la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Cabal mediante la cual la doctora GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO tomó posesión legal del cargo de Juez Civil del Cto de esa ciudad. 
COMPETENCIA:

Es competente el Honorable Tribunal Superior de Distrito Judicial de Armenia Quindío atendiendo los factores territorial y funcional; lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del articulo 33 del código de procedimiento penal vigente (ley 906 de 2004).-

OPORTUNIDAD LEGAL PARA INVOCAR LA SOLICITUD 

De conformidad con lo dispuesto en el auto del 13 de noviembre de 2013, radicado 40.414 con ponencia de la H. Magistrada MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLES MUÑOZ, no es necesario la formulación de imputación o acusación en contra de la persona a quien se pretende beneficiar, debido a la estructura progresiva del sistema procesal acusatorio “… acorde con la cual una vez instaurada la denuncia o iniciada de oficio la indagación, el Fiscal elabora el programa metodológico orientado a constatar la materialidad y autoría de los hechos investigados”.-

“Si luego de desplegar amplias y suficientes labores investigativas, a partir de los elementos materiales probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida, logra establecer la configuración del delito e inferir razonablemente la autoría o participación en el mismo, imputará cargos al investigado. Por el contrario, si no obtiene dicha convicción y, además, encuentra presente alguna de las causales previstas en el artículo 332 de la ley 906 de 2004, podrá solicitar la preclusión de la investigación”.- 

CONSIDERACIONES SOBRE EL DELITO DENUNCIADO:

Con relación a la estructura del prevaricato activo y como se establece la contrariedad manifiesta de una decisión con la ley, la Honorable Corte Suprema de Justicia ha sostenido que : “…la resolución, dictamen o concepto que es contraria a la ley de manera manifiesta, es aquella que de su contenido se infiere sin dificultad alguna la falta de sindéresis y de todo fundamento para juzgar los supuestos fácticos y jurídicos de un asunto sometido a su conocimiento, no por la incapacidad del servidor público y si por la evidente, ostensible y notoria actitud suya para apartarse de la norma jurídica que lo regula”.-

“La conceptualización de la contrariedad manifiesta de la resolución con la ley hace relación  entonces a las decisiones que sin ninguna reflexión o con ellas ofrecen conclusiones opuestas a lo que muestran las pruebas o al derecho bajo el cual debe resolverse el asunto, de tal suerte que el reconocimiento que se haga resulta arbitrario y caprichoso por provenir de una deliberada y mal intencionada voluntad del servidor público por contravenir el ordenamiento jurídico”

“En consecuencia, no caben en ella las simples diferencias de criterios respecto de un determinado punto de derecho, especialmente frente a materias que por su enorme complejidad o por su misma ambigüedad admiten diversas interpretaciones u opiniones, pues no puede ignorarse que en el universo jurídico suelen ser comunes las discrepancias aún en temas que aparentemente no ofrecerían dificultad alguna en su resolución”

“Como tampoco la disparidad o controversia  en la apreciación de los medios de convicción puede ser erigida en motivo de contrariedad, mientras su valoración no desconozca de manera grave y manifiesta las reglas que nutren la sana crítica, pues no puede olvidarse que la persuasión racional elemento esencial de ella, permite al juzgador una libertad relativa en esa labor, contraria e inexistente en un sistema de tarifa legal”.-

“Sin embargo, riñen con la libertad relativa la apreciación torcida o parcializada de los medios probatorios, su falta de valoración o la omisión de los oportuna y legalmente incorporados a una actuación, en consideración a que por su importancia probatoria justificarían o acreditarían  la decisión en uno u otro sentido a partir del mérito suasorio que se les diera o que hubiera podido otorgárseles”._

“Así las cosas, la manifiesta contrariedad con la ley de la decisión judicial puede provenir de alguno de los supuestos mencionados que hacen arbitraria o aparente la apreciación probatoria , los cuales _según lo dicho_ tienen origen en la voluntad y conciencia del funcionario que decide actuar de ese modo y no en un error propio de valoración en el cual pudiera haber incurrido al apreciar un medio de prueba”.- (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de segunda instancia del 23 de febrero del 2006, radicación nro 23.901).-

Aspecto este que es tratado nuevamente en sentencia del 27 de junio de 2012 radicación 38482 cuando se expresó:

“La contrariedad manifiesta de la resolución con la ley, se refiere a las decisiones que sin reflexión, y aun con algún tipo de razonamiento, ofrecen conclusiones opuestas a lo que muestran las pruebas o la normatividad que deben regir el asunto, al punto que el reconocimiento que se haga resulta arbitrario y caprichoso al provenir de una deliberada y mal intencionada voluntad del servidor publico por contravenir el ordenamiento jurídico”.

“En consecuencia no tienen cabida las simples diferencias de criterio respecto de un determinado punto de derecho, especialmente en materias que por su complejidad o por su ambigüedad admiten diversas interpretaciones u opiniones por que no es posible ignorar que suelen ser comunes las discrepancias aun en temas que aparentemente no ofrecerían dificultad”.-

Y este aspecto es fundamental para analizar con sumo detenimiento lo hoy objeto de estudio, por cuanto las decisiones tomadas por los señores Jueces ya mencionados fueron la base fundamental de la denuncia del señor JAIME OCAMPO RESTREPO, por lo cual es menester en este momento hacer un repaso de todas y cada una de las situaciones por él enunciadas para establecer si las decisiones tomadas, lo fueron en clara contravía de lo normado o apartándose en forma ostensible y casi “grosera” de lo que el Derecho tiene estipulado, a eso procedemos a continuación. 
a) Es cierto y existe evidencia determinada con la aducción del informativo radicado al NUNC 660016000036201003177 que en contra de los señores ELMER ALONSO CASTAÑO BERMAX y GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO el señor JAIME OCAMPO RESTREPO formuló denuncia penal por los delitos de Fraude procesal y otros. El quid fundamental de la denuncia se basa en el hecho de haber enajenado la señora ARBELÁEZ OSORIO a quien el hoy denunciante señala como su abogado para esas fechas Doctor CASTAÑO BERMAX el predio denominado Finca “LAS PEÑAS” utilizando para el efecto una carta catastral y un certificado de tradición falsos, pues en los mismos figura la señora ARBELÁEZ OSORIO como titular de dicho predio. Por el uso de dichos documentos la señora ARBELÁEZ OSORIO fue condenada por el Juzgado Sexto Penal del Circuito por el punible de USO DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO a la pena principal de TRES AÑOS DE PRISIÓN. Según el denunciante esos documentos fueron aducidos al Juzgado Civil del Cto de Santa Rosa de cabal como pruebas lo que en su sentir se ha configurado el delito de Fraude Procesal ya que mediante el uso de ellos “…lograron que el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa fallara el proceso reivindicatorio a su favor”.- no obtuvo resultado favorable su denuncia, toda vez que con fecha del 16 de septiembre del 2010 la Fiscalia Treinta y Cuatro Seccional de Santa Rosa de Cabal dispuso el archivo de las diligencias por atipicidad. 
b) De lo expuesto anteriormente se desprende con meridiana claridad como en ese momento, el hoy denunciante consideraba haber sido los señores Jueces que tuvieron a su cargo los asuntos civiles ventilados y donde el figuraba como parte, objeto de maniobras fraudulentas por parte de la señora ARBELÁEZ OSORIO y del Doctor CASTAÑO BERMAX y no ser ellos, esto es los señores Jueces en si quienes habrían transgredido el derecho penal en detrimento suyo. 
c) Ahora bien, al analizar la situación planteada la señora Fiscal treinta y cuatro seccional hizo los siguientes planteamientos: “La señora Juez Civil del Circuito al resolver desfavorablemente las pretensiones del demandante, no tuvo en cuenta las pruebas aportadas por la demandada dentro del proceso reivindicatorio, sino la calidad de poseedora que le fue reconocida mediante sentencia proferida por el Juzgado Sexto Civil Municipal de la ciudad de Pereira, providencia confirmada por el Juzgado Cuarto de Familia de la misma ciudad; la calidad de poseedora fue reconocida dentro de un trámite incidental que promovió dentro del proceso sucesorio  iniciado por el señor JAIME OCAMPO RESTREPO”.- Y para sustentar su aserto citó algunos apartes de la Sentencia de dicho Juzgado (De Santa Rosa de Cabal) de las cuales se desprende como la señora Juez lo que hizo fue darle plena validez a las decisiones judiciales ejecutoriadas de los juzgados Sexto Civil Municipal y Cuarto de Familia ambos de Pereira, y lo hizo en los siguientes términos : “Las decisiones judiciales debidamente ejecutoriadas gozan de la garantía de cosa juzgada como instituto que dota de firmeza, inmutabilidad y coercibilidad a los fallos judiciales, aunque eventualmente deben ceder ante la arbitrariedad que de ellos emane, para que prioridad la obtención de la justicia, o al menos de sentencias justas, pues no es la cosa juzgada una institución fiable que deba fincarse ante cualquier imprecisión, omisión o yerro, o ante la discrepancia que una de las partes pueda guardar con relación a la argumentación que sirvió de estribo a la respectiva decisión”.  Y a renglón seguido la misma autoridad judicial expresó : “En este caso al Despacho no le es dable pronunciarse sobre las irregularidades que menciona el demandante en su libelo de demanda, para desvirtuar unas providencias que fueron proferidas con base a las pruebas y documentos legalmente incorporados a la actuación surtida dentro del proceso de sucesión  del causante Jesús Antonio Ocampo Valencia, pues ello lo debió alegar en la oportunidad en que se surtieron tales actuaciones ya que actuar en contrario conllevará a una falta de seguridad jurídica en las decisiones de los funcionarios judiciales”.- 
d)  Para dar mayor claridad al punto anterior, debemos significar que el primigenio asunto del cual han derivado las denuncias penales primero en contra de la señora ARBELÁEZ OSORIO y hoy en contra de los señores Jueces, fue el proceso de SUCESIÓN que por razón del causante JESUS ANTONIO OCAMPO VALENCIA fue iniciado, o al menos arribado a ese Despacho judicial,  el 02 de diciembre de 2004 en el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad siendo interesado el señor JAIME OCAMPO RESTREPO; al interior de dicho proceso se ordenó la entrega del bien inmueble situado en el área rural del municipio de Santa Rosa de Cabal denominado “LAS PEÑAS” paraje de la Florida distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 296-55196 de ese circulo registral, inmueble que fue adjudicado al señor JAIME OCAMPO RESTREPO; el juzgado mencionado en aras de dar cumplimiento a lo dispuesto comisionó al Juzgado Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, habiendo correspondido la práctica de la diligencia al Juzgado Primero Civil Municipal; la diligencia fue surtida el día catorce de abril del año 2004 y a la misma asistieron el señor JESUS ANTONIO OCAMPO VALENCIA en asocio de su apoderado el doctor ROBERTO TEJADA MEJÍA, habiéndose allegado el Despacho al fundo rural encontraron al interior del mismo a la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO la cual indicó que no iba a firmar documento alguno, como en efecto no lo hizo por lo cual la señora Juez para esas calendas MARÍA MILLER VILLA ZAPATA dejó la respectiva constancia con la anotación “Se negó a firmar” en el espacio destinado a las rubricas de GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO y HERNÁN BEDOYA; fue promovido por la señora ARBELÁEZ OSORIO incidente de oposición a la entrega a través de apoderado judicial, luego del trámite contemplado en los artículos 135 y 337 y arribadas las pruebas a que hubo lugar el juzgado sexto Civil Municipal a cargo del Doctor LONDOÑO BARTOLO resolvió el asunto reconociendo a la opositora como poseedora material del inmueble, dejando sin efecto la orden y acta de entrega realizada por el juzgado comisionado. Contra la decisión citada el señor OCAMPO RESTREPO interpuso y sustentó  oportunamente el recurso ordinario de apelación, del cual conoció el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, mismo que a través de auto del once de noviembre de dos mil cinco lo resolvió CONFIRMANDO la decisión inicial. En la providencia del Juzgado Cuarto de Familia, se hace un recuento pormenorizado de la prueba recaudada por el A Quo para llegar a su conclusión, y para el efecto cita los testimonios de los señores MIGUEL ANGEL LOAIZA HERRERA, LUBER ANTONIO HERRERA y JORGE HERNÁN BEDOYA quienes acreditaban la posesión y los de JULIO CÉSAR, LUIS FERNANDO Y GERARDO DE JESÚS OCAMPO RESTREPO quienes igualmente concurrieron dentro del incidente con el ánimo de controvertir o desvirtuar la posesión, para llegar a la conclusión que eran de recibo las que tendían a demostrar la posesión en cabeza de la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO, como consecuencia de lo anterior confirmó el AUTO recurrido, reiteramos el de fecha siete de julio de dos mil cinco emitido por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira eso si, modificándola en cuanto a la fecha de inicio de la calidad de poseedora. 
e) Visto desde esa óptica la situación presentada puede resumirse en los siguientes ítems : i) Dentro de la diligencia de entrega del bien inmueble objeto de la sucesión, se presentó oposición que dio lugar al respectivo incidente tramitado por el juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira Rda, el cual a través de auto interlocutorio del siete de julio del año dos mil cinco lo resolvió en forma favorable a la demandada señora GLORIA  AMPARO ARBELÁEZ OSORIO, su decisión fue producto del análisis de la prueba testimonial arribada durante el periodo probatorio y de la misma concluyó “La prueba testimonial forma un conjunto congruente y armónico tendiente a demostrar que la señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio, para la fecha de la diligencia se encontraba en posesión de la finca Las Peñas…” , ii) El auto anterior fue recurrido y correspondió al Juzgado Cuarto de Familia igualmente ubicado en Pereira desatarlo, el cual como vimos confirmó lo decidido por el A Quo con la modificación en cuanto a la fecha de inicio de la calidad de poseedora de la señora ARBELÁEZ OSORIO. 

f) Entonces , no encuentra asidero la denuncia hoy presentada, en cuanto al hecho de haber sido la diligencia de entrega de la propiedad la base fundamental para las decisiones tomadas por esos señores Jueces, aduciéndose que  allí no se presentó oposición, no se presentaron  testigos ni fue suscrita, por cuanto todos estos actos se surtieron dentro del INCIDENTE DE OPOSICION formulado por la señora ARBELÁEZ OSORIO , además de lo anterior, de la sola lectura del acta donde se vertió la AUDIENCIA DE ENTREGA DEL BIEN INMUEBLE, se desprende que allí tanto la señora ARBELÁEZ OSORIO como su administrador HERNÁN BEDOYA informaron al Despacho que el predio era de la absoluta propiedad de la primera en cita y eso quedó consignado en el cuerpo del acta, que no la hayan suscrito no es asunto que la nulite ya que se dejó la respectiva constancia por quien dirigía la Audiencia, en ese caso la señora Juez comisionada para el efecto. Asunto diverso es que no hubiera sido rubricada por la señora Juez pero en ese evento nos encontraríamos frente a una INEXISTENCIA de un acto procesal y no una nulidad. 
g) No se observa contradicción entre lo decidido por los señores jueces de primera y segunda instancia y norma vigente del derecho, o contradicción evidente con las pruebas recaudadas y menos en las condiciones en que lo esboza el señor denunciante, de haberle dado valor probatorio al acta de entrega, puesto que dicha acta desde todo punto de vista era legal, el hecho de no haber firmado alguno de los que fueron mencionados en su interior,  la misma,  por negarse a hacerlo no le resta validez, de donde la cita jurisprudencial traída a colación no tiene aplicación. 

h) Ahora bien aclarado lo relativo a la situación de los señores Jueces Sexto Civil Municipal y Cuarto de Familia de esta ciudad, entraremos a establecer lo relativo a la posición de la señora Juez Civil del Circuito de Santa Rosa a quien correspondió conocer como vimos al inicio de estos postulados del proceso REIVINDICATORIO incoado por el señor JAIME OCAMPO RESTREPO , la denuncia indica respecto de la misma que desconoció las pretensiones de la demanda, hizo caso omiso de la condena contra Gloria Amparo, no dio importancia al acta de la diligencia de entrega del inmueble e hizo nulo el proceso violando los términos al demandante para presentar los alegatos de conclusión. Pues bien sobre tales tópicos entraremos a efectuar un análisis, para establecer si en este evento es posible hablar de la comisión de un delito de PREVARICATO POR ACCIÓN. 
i) Al respecto debemos recordar como la decisión de la señora Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal gravitó en torno de ser la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO poseedora del bien inmueble objeto de la disputa, POSESIÓN que previamente mediante decisiones de primera y segunda instancia ya le había sido reconocida, y el reconocimiento derivó del análisis de pruebas legalmente aducidas en el proceso civil, mas concretamente en el INCIDENTE promovido por la misma, la posesión conforme lo asevera la decisión del catorce de febrero del año dos mil doce proferida por la sala de Decisión Civil Familia del Honorable Tribunal Superior de esta ciudad, “…es anterior al título del reivindicante, lo que jurídicamente obliga a respetarles su derecho, que fue lo que en efecto dispuso. Ello le habría evitado al libelista formular estas causales que, por lo visto, son totalmente infundadas y, por ello mismo eximen a la Sala de seguir redundando al respecto”.- Y es cierto lo anteriormente expuesto, baste saber que la fecha del inicio de la posesión fue fijada por el Juzgado Cuarto de Familia el 21 de julio de 2003 y el reconocimiento del título del hoy denunciante JAIME OCAMPO RESTREPO fue posterior a dicha fecha, por que naturalmente había que adelantar primero el proceso sucesorio del causante JESUS ANTONIO OCAMPO VALENCIA. Con estos planteamientos el Tribunal, que se pronunciaba en virtud a acción de REVISIÓN propuesta por el hoy denunciante,  lo que hizo fue controvertir el planteamiento aducido por el accionante referente a “haberse declarado falsos por la justicia penal documentos que fueron decisivos para el pronunciamiento de la sentencia recurrida”, y ni que decir que esos documentos no incidían en la decisión proferida por las razones expuestas. 
j) Otro punto de censura en contra de la señora Juez Civil del Circuito es el atinente a la existencia del proceso penal proseguido en contra de GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO, pues bien, como fue igualmente objeto de la acción de REVISIÓN el Tribunal ya citado a través de su sala Civil Familia estimó lo siguiente: “Tampoco esta causal logra ninguna viabilidad por que respecto de una supuesta prejudicialidad, no se debe perder de vista que la actuación penal terminó con la sentencia citada del 27 de octubre del 2006 y lógicamente ya no había lugar a la paralización del proceso civil que se venía adelantando sobre la reivindicación del bien”, al respecto debe acotarse además por el suscrito que la conducta punible desplegada por la señora ARBELÁEZ OSORIO si bien versaba sobre el predio rural multicitado, tenía finalidad distinta a la de probar la posesión sobre el mismo, ya que lo perseguido era la titularidad, situaciones que pueden converger sobre una persona en un momento determinado, lo cierto es que son diversas según el tratamiento civil. 

k) En igual sentido otra de las acusaciones expresadas en contra de la señora Juez Civil del Circuito de Santa Rosa y que constituye la conducta de PREVARICATO POR ACCIÓN según el hoy denunciante, lo fue el hecho de haber expedido su decisión el día 27 de octubre de 2009, cuando obraba una “…nota muy dudosa con fecha 28 de Octubre donde se indica que el proceso pasa a despacho para sentencia”.- También esta situación fue planteada en la acción de REVISION y el Honorable Tribunal Superior, le dio respuesta en los siguientes términos: “Tampoco esta causal está llamada a obtener éxito, por que si bien es cierto que no es usual que los funcionarios judiciales dicten sus fallos el mismo día en que vencen los términos para prestar alegatos de conclusión (Que fue lo que realmente pasó en este caso), no lo es menos que ello no constituye ningún motivo de nulidad, primero, por que las partes tuvieron oportunidad de alegar y en verdad lo hicieron en su momento. Y, segundo, porque esa simple irregularidad bien hubiera podido reclamarse al momento de apelar el fallo así proferido, lo que no se hizo, lo cual indica claramente que el actor se conformó con lo allí decidido, es decir, lo saneó si alguna vez existió y, por tanto, no es dable por la vía del recurso extraordinario de revisión, reabrir una controversia que el mismo dejó pasar en silencio. Nos remitimos a lo dicho  en la parte inicias de estas consideraciones sobre el mismo punto”.- El suscrito fiscal quiere igualmente señalar que definitivamente el hecho de proferir la decisión el mismo día en que finalizaron los términos de presentación de alegatos, ni remotamente puede predicarse de prevaricadora, lo que demuestra es la diligencia en la gestión del funcionario y dicho acto per se desde el punto de vista penal no es relevante, a menos que vgr se hubiere proferido la decisión sin que una de las partes aun se hubiera pronunciado, con la clara finalidad de perjudicar a esta, cosa que no es lo que aconteció en este asunto. 
l) Otro aspecto versa sobre el hecho de no haber puesto a consideración del Procurador todas las diligencias y providencias, este aspecto se controvierte señalando que el deber del funcionario es dejar a disposición del funcionario del ente de control en su despacho, es decir el del juez a disposición el asunto, para si aquel lo estima conducente vaya y lo revise, no expidiendo fotocopias de la actuación, a menos que le sean solicitadas motivadamente, lo cual no sucedió en este evento. 

LA CAUSAL INVOCADA:

La Tipicidad descrita y sancionada en el artículo 10 del código penal vigente se encuentra definida en los siguientes términos:

“Art 10 Tipicidad. La ley penal definirá de manera inequívoca, expresa y clara las características básicas estructurales del tipo penal”.-

“En los tipos de omisión también el deber tendrá que estar consagrado y delimitado claramente en la Constitución Política o en la ley”.-

La Atipicidad apunta contrario sensu a indicar que  determinada actuación no puede ser catalogada como punible vgr.  por que no se compagina con los verbos rectores que constituyen el tipo penal y en el caso del inciso segundo que hace relación a la omisión esta debe estar claramente definida por la ley, en el caso a estudio, por parte alguna se avizora que las conductas desplegadas por los señores jueces hubiesen obedecido en primer término a una proterva intención de perjudicar a quien hoy funge como denunciante, para ello plegando sus malsanos intereses a controvertir normas sustantivas o procedimentales civiles, o bien para en forma grosera desechar pruebas legalmente aducidas y en su lugar profiriendo decisiones arbitrarias. 
Es claro que en todas las decisiones vertidas en  los asuntos sin excepción existieron motivaciones fundamentadas en las pruebas aducidas legal y oportunamente y eso no lo pone en duda el denunciante, su discrepancia radica mas bien con las decisiones tomadas en el entendido que no lo favorecieron, para simplificar las cosas hemos de decir como si bien la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ cometió una conducta punible por la cual fue condenada penalmente, no por esa razón perdía ipso facto los derechos que como poseedora tenía sobre el bien al cual quiso acceder a la titularidad prevaliéndose de la dolosa maniobra, pero al ser figuras jurídicas diversas, fue diverso el tratamiento jurídico otorgado y en su oportunidad así lo indicaron los señores jueces que tuvieron en sus manos el control de los asuntos, y que hoy concurren en virtud a la toma de las decisiones.
Y del estudio pormenorizado que hemos efectuado de la totalidad de los puntos esbozados por el denunciante, confrontándolos con la realidad palpable, refulge que sus decisiones en momento alguno fueron inmotivadas, mas aún tanto en el caso del incidente de oposición como en el del proceso reivindicatorio, fueron revisadas por autoridades de mayor nivel, en el primer evento por vía de apelación y en el segundo por la vía de la acción de revisión y despachadas en forma desfavorable a quien hoy funge como denunciante. 

No sobra advertir que la denuncia penal no puede alcanzar los ribetes de una tercera instancia, ya que ello no es su naturaleza, sino que por definición de la constitución, el ejercicio de la acción penal cuando a ello hubiera lugar, pero que de todas maneras se ha efectuado análisis de las decisiones en procura de establecer la existencia de las protuberantes divergencias, entre lo plasmado por los señores Jueces y lo que las normas civiles y procesales civiles les imponían o lo que les señalaban las pruebas, no encontrando en ninguno de los casos analizado trazas de ello. 

En concordancia con lo anteriormente expuesto, es que elevo mi respetuosa petición de solicitud de PRECLUSION en favor de los indiciados ya suficientemente identificados.”
2.2 Finalmente el delegado de la FGN se refirió en la misma audiencia a una solicitud formulada por el denunciante y su apoderado de ese entonces, para que se vinculara a la presente actuación a la Dra. María Miller Villa Zapata en su condición de juez 1º civil municipal de Santa Rosa de Cabal, para lo cual manifestaron que la citada funcionaria había intervenido en la entrega del predio al Sr. Jaime Ocampo Restrepo; que la mencionada juez no hizo entrega simbólica del mencionado predio, sino que esta fue real y material a diferencia de lo que alegaba quien fungía como apoderado del señor Ocampo, quien además manifestó que la juez en mención recibió en ese acto una declaración a la señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio, por lo cual debía ser investigada por el delito de fraude a resolución judicial.
El delegado de la FGN expuso que el denunciante Jaime Ocampo Restrepo había manifestado que la persona que debía ser escuchada sobre ese tópico era el señor Gilberto García Ramírez, quien fue el que pidió que se investigara a los tres funcionarios mencionados en la solicitud de preclusión, pero que no había incluido a la Dra. Villa Zapata en su pedimento de preclusión, ya que el FGN en ejercicio de la facultad otorgada por el artículo 250 de la CP, estaba facultada para decidir qué hechos debían ser objeto de investigación, por lo cual no había lugar a vincular a la citada juez, ya que ésta hizo entrega real y material del predio del señor Ocampo y no era cierto que en esa diligencia le hubiera recibido declaración a la señora Arbeláez Osorio, en la cual actuó como comisionada y ante la inexistencia de la conducta de fraude procesal, no se accedió a esa solicitud.
2.3 Seguidamente el Dr. Hernán Angarita, apoderado de la víctima solicitó que se suspendiera la diligencia por cuanto no se había incluido en la solicitud a la Dra. María Miller Villa Zapata. Luego de otras intervenciones y ante su insistencia en esa solicitud, el Dr. Angarita manifestó que si no se accedía a su pretensión su mandante le revocaría el poder. Luego de un receso se dio trámite a esa manifestación del denunciante y se suspendió la audiencia para que el Sr. Ocampo designara otro profesional del derecho que asumiera su representación. 
En la la sesión del 28 de abril de 2015 se presentaron las siguientes actuaciones:
· La representante de la Rama Judicial manifestó que una vez revisados los elementos materiales probatorios obrantes en el expediente, llegó a la conclusión de que se debía apoyar la solicitud preclusiva que plantea el representante de la Fiscalía, ya que no estaba demostrado que los investigados hubieran actuado de manera dolosa y todo se centraba en la existencia de una discrepancia entre el denunciante y los funcionarios que adoptaron las decisiones que se tacharon de ilegales.
· La Dra. Gloria Yolanda Buitrago (apoderada de la víctima nombrada por la FGN), expuso que en este caso su intervención se dio por la designación oficiosa que le hizo el delegado de la FGN y que luego de estudiar el expediente y reunirse con el denunciante señor Jaime Ocampo Restrepo, llegaron a la conclusión de que no existió una conducta eminentemente dolosa por parte de los funcionarios investigados, por lo cual no opondrían a la solicitud de preclusión, ni apelarían una decisión que se profiriera en ese sentido. Aclaró que después de la última reunión el señor Ocampo suscribió un documento en ese sentido
.

· El citado ciudadano expuso que había suscrito el documento en mención, ya que había llegado al convencimiento de que no existió dolo en las actuaciones de los funcionarios investigados y que por lo tanto no era su interés oponerse a la decisión que se adoptara por parte de esta Sala.
· Los funcionarios concernidos y sus apoderados manifestaron en términos básicos que dada la posición asumida por el denunciante, sólo les restaba apoyar la solicitud de preclusión y pedirle a esta Sala que la aceptara según sus términos, ya que los funcionarios investigados se ajustaron a la legalidad al adoptar las  decisiones que dieron origen a la presente actuación.
3. CONSIDERACIONES LEGALES

3.1 Esta Sala es competente para conocer de esa solicitud de preclusión en virtud de lo dispuesto en el artículo 34 de la ley 906 de 2004.

3.2 La presente actuación se inició con base en la solicitud presentó el fiscal 3º delegado ante los TS de Armenia y Pereira, a efectos de que se decretara la preclusión de la investigación adelantada contra los funcionarios antes citados, por atipicidad de la conducta, conforme a la causal prevista en el artículo 332-4 del CPP, ya que no era posible subsumir las actuaciones de los funcionarios denunciados en el tipo de prevaricato por acción.
3.3 En atención al principio de necesidad de prueba que se deduce del artículo 372 del CPP, se hacen las siguientes consideraciones con respecto a la solicitud de preclusión que formuló el delegado de la FGN, por la conducta en mención. 
En aplicación de lo dispuesto en  CSJ SP del 21 de octubre de 2013 radicado 39611, para efectos de la presente decisión se examinó la prueba relevante contenida en la carpeta de la FGN. En el citado precedente se expuso lo siguiente:
“[E]l juzgador […] no está obligado a hacer un examen exhaustivo de todas y cada una de las pruebas incorporadas al proceso, ni de todos y cada uno de sus extremos asertivos, porque la decisión se haría interminable, sino de aquellos que considere importantes para la decisión a tomar, de suerte que sólo existirá error de hecho por omisión o mutilación de la prueba cuando aparezca claro que el medio, o un fragmento del mismo, fue realmente ignorado, siendo probatoriamente relevante”
.
En ese orden de ideas  se  estudiará la situación  de cada uno de los funcionarios investigados, conforme al siguiente análisis que desde un punto de vista metodológico se basa en las  actuaciones que dieron origen a la presente encuesta así :

3.4 SOBRE EL CASO DEL DR. MARIO LONDOÑO BARTOLO (juez 6º civil municipal de Pereira) y la DRA. AMANDA PINEDA GUTIÉRREZ.(juez 4º de familia de Pereira)
3.4.1 La prueba documental aducida por el fiscal requirente
, enseña que el 14 de abril de 2004 la Dra. María Miller Villa Zapata, juez 1º civil municipal de Santa Rosa de Cabal, cumpliendo una comisión ordenada por el juzgado 5º civil municipal de Pereira dentro del proceso de sucesión del señor Jesús Antonio Ocampo Valencia, procedió a hacer entrega real y material al señor Jaime Ocampo Restrepo del predio denominado “Las peñas”, ubicado en el paraje de “La Florida” del municipio de Santa Rosa de Cabal, el cual estaba ocupado por la señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio.
3.4.2 El 7 de julio de 2005 el doctor Mario Londoño Bartolo actuando su calidad de juez sexto civil municipal de Pereira, resolvió un incidente de oposición a la entrega del inmueble y reconocimiento de mejoras que propuso la señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio, dentro del proceso de sucesión intestada del causante José Antonio Ocampo Valencia, que cursaba en el juzgado 5º civil municipal de esta ciudad.

Al examinar el contenido de esa decisión, se advierte que el doctor Londoño tuvo en cuenta la prueba documental anexada y la prueba testimonial practicada en el trámite incidental, concretamente las declaraciones entregadas por  Miguel Ángel Loaiza Herrera, Leuber Antonio Correa Herrera, Jorge Hernán Bedoya Alba, Julio César, Luis Fernando, y Gerardo de Jesús Ocampo Restrepo, hermanos del señor Jaime Ocampo Restrepo. 

Al hacer la valoración de las pruebas practicadas en el trámite incidental, el juez Londoño Bartolo consideró que para la fecha del 14 de abril de 2004 Gloria Amparo Arbeláez Osorio tenía la calidad de poseedora material del bien “Las peñas”, de acuerdo a lo dispuesto por los artículo 762 y 981 del C.C, por lo tanto dejó sin efecto la orden de entrega del citado inmueble del 14 de abril de 2004 y el acta correspondiente a esa actuación. Igualmente manifestó que el señor Alberto Ocampo Restrepo y la señora Arbeláez, se tornaron en poseedores del inmueble, y que trataron de legalizar ese status con documentos escriturarios que fueron tachados como espurios por el señor Jaime Ocampo Restrepo, por lo cual ordenó que se compulsaran copias del trámite incidental ante la FGN. 
3.4.3 La Dra. Amanda Pineda Gutiérrez en su calidad de Jueza 4ª de Familia de Pereira, intervino en la actuación ya que le correspondió conocer del recurso de apelación que se interpuso contra el auto del 7 de julio de 2005 que profirió el Dr. Londoño Bartolo, juez 6º civil municipal de Pereira, en los términos antes mencionados.
Al examinar su decisión del 11 de noviembre de 2005, se observa que la citada funcionaria hizo una valoración sobre las pruebas aportadas y practicadas en el citado trámite incidental, entre ellas el interrogatorio de parte que rindió Gloria Amparo Arbeláez Osorio y consideró que la citada señora tenía la calidad de poseedora material del inmueble mencionado para la fecha en que la funcionaria comisionada hizo entrega del mismo al señor Jaime Ocampo Restrepo.

Para el efecto consideró en su providencia que esa situación se había demostrado con las pruebas practicadas durante el trámite incidental y aclaró que el tema en examen no se centraba en discutir si la posesión que ejercía la señora Arbeláez era de buena o de mala fe, sino que simplemente existía para el momento en que se hizo la entrega del fundo.
Igualmente expuso que a pesar de que Gloria Amparo Arbeláez Osorio había sido llamada a juicio por las conductas de falsedad en documento privado y de obtención de documento público falso en razón del otorgamiento de la escritura pública número 3524 de la notaría 3ª de Pereira, otorgada el 26 de octubre de 2001, con la cual quiso acreditar la propiedad de ese inmueble, lo real es que pese a que se hubiera calificado el proceso penal que se tramitaba en la Fiscalía 20 Seccional, con resolución de acusación, la citada dama continuaba ejerciendo actos de posesión sobre el fundo en disputa, sin que se hubiera advertido que esa posesión fuera violenta o clandestina, por lo cual concluyó que en virtud del ejercicio de actos de señora y dueña de ese inmueble, su calidad de poseedora del predio “Las peñas” databa del 21 de julio de 2003, es decir después del fallecimiento de su cónyuge Alberto Ocampo. 
Por lo tanto confirmó la providencia del juzgado 6º civil municipal de Pereira que había sido objeto de apelación, reiterando que la señora Arbeláez había adquirido esa condición desde el  21 de julio de 2003.

3.4 4 Sobre este punto hay que manifestar que en uno de los cuadernos aportados por la FGN
, aparece la solicitud que se le hizo al Dr. Álvaro Jairo Barrera Jaramillo el día 26 de septiembre de 2012, con base en un derecho de petición presentado por el señor Jaime Ocampo Restrepo el día 23 de agosto del mismo año, para que se adelantara la indagación correspondiente.

Esa petición tuvo como base la investigación que adelantaba la Fiscalía 34 Seccional de Pereira contra la señora Gloria Amparo Arbeláez y su abogado Elmer Alonso Castaño Bermax, por los delitos de fraude procesal, uso de documento público falso y documento privado falso.

En ese documento el señor Ocampo Restrepo hizo referencia a los siguientes hechos:

· La juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal al fallar el proceso reivindicatorio que promovió contra la señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio, no tuvo en cuenta las pretensiones del actor, sino la calidad de poseedora del predio sobre el que versaba la acción, que le habían reconocido a la señora Arbeláez el juez 6º civil municipal de Pereira y la juez 4º de familia de Pereira. Consideró que esas decisiones eran ilegales ya que se basaron en el acta de la diligencia de entrega que se le hizo del citado predio (se entiende que se refirió a la actuación adelantada por la Dra María Miller Villa Zapata, el 14 de abril de 2004), de la cual se deducía que la demandada no era poseedora de ese inmueble, por lo cual habían incurrido en el delito de prevaricato por acción. 
· Los titulares de estos despachos no habían dado aplicación al numeral 1º del artículo 170 del C. de P.C., pese a que para la fecha de esas decisiones la fiscalía 20 Seccional de Pereira había iniciado una acción penal contra Gloria Amparo Arbeláez por haber falsificado unas escrituras para hacerse dueña del predio “Las Peñas” .
· Esa situación tuvo injerencia en el fallo que dictó la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal dentro de la acción de dominio que promovió contra la señora Arbeláez, que fue fallada en su contra. Indicó que ese fallo fue “arreglado” porque se impidió que la parte demandante presentara alegatos de conclusión y se dictó el mismo día en que la apoderada del actor presentara su escrito en ese sentido. 
· El peticionario indicó puntualmente en su solicitud de reapertura de investigación, lo siguiente: “…que hubo arreglo entre los juzgados sexto civil municipal cuarto de familia y civil del circuito de Santa Rosa de Cabal…”, por lo cual solicitó que iniciara la respectiva indagación.
3.4.5 Es necesario aclarar que la abogada María Emilia Ormaza Arango
, quien dijo haber sido apoderada del señor Ocampo Restrepo en el mencionado proceso de acción de dominio, manifestó en la entrevista que rindió que la sentencia que dictó la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal en ese caso había sido favorable a la señora Arbeláez, ya que acreditó que su posesión era anterior al título del demandante Jaime Ocampo Restrepo, quien no apeló esa decisión pese a sus consejos y prefirió aceptar la asesoría de un amigo suyo llamado Gilberto García Ramírez quien al parecer tenía algunos conocimientos en derecho, por lo cual no intervino más en el asunto. 

Se debe tener en cuenta que la mencionada abogada no hizo ninguna referencia a actuaciones irregulares del Dr. Londoño Bartolo o de la Dra. Pineda Gutiérrez en las actuaciones que les correspondió tramitar, que hubieran tenido injerencia en el fallo que dictó la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal en el proceso en mención, y solamente centró su atención en irregularidades que atribuyó a esa funcionaria, como el hecho de no haber tenido en cuenta la investigación que se adelantaba contra la señora Arbeláez en la Fiscalía 20 Seccional de Pereira por falsedad en documentos y fraude procesal, ni la venta irregular de su derecho de posesión sobre el inmueble en favor del abogado Castaño Bermax, temas sobre los cuales se volverá más adelante.
A su vez de la entrevista que rindió el señor Gilberto García Ramírez (Fls. 355-357, cuaderno de pruebas), solamente se deduce su criterio particular que no corresponde a un profesional del derecho, sobre las actuaciones cumplidas por los citados funcionarios que solamente cuestionó por el hecho de no haber aplicado las normas que regulaban la  prejudicialidad en materia civil.

3.4.6 El numeral 1º del artículo 170 del CPP, vigente para la fecha de los hechos disponía lo siguiente:

“Suspensión del proceso: “El juez decretará la suspensión del proceso

: 1. Cuando iniciado un proceso penal, el fallo que corresponda dictar en él haya de influir necesariamente en la decisión del juez civil, a juicio del juez que conoce de este.

(…)”

Sin embargo la Sala considera que en el caso sub examen, el denunciante trató de poner de presente el tema de la prejudicialidad de manera equivocada, ya que las decisiones que tomaron el juez Londoño Bartolo y la juez Pineda Gutiérrez, se relacionaron con actos de definición del derecho de posesión que ejercitaba Gloria Amparo Arbeláez Osorio sobre el predio “Las peñas”, y no con actuaciones relacionadas con el dominio del citado bien, que hacía parte de la masa sucesoral del señor Jesús Antonio Ocampo Valencia, cuya sucesión se tramitó en el juzgado 5º civil municipal de Pereira, por lo cual y en razón de su objeto, las determinaciones adoptadas por los citados funcionarios no estaban condicionadas a la aplicación del instituto de la prejudicialidad, ya que se reitera, ninguno de ellos adoptó alguna determinación que tuviera que ver con la titularidad de ese inmueble, tema que se encontraba relacionado con el proceso penal que se adelantó en el juzgado 6º penal del circuito de esta ciudad, donde se dictó fallo condenatorio el 27 de octubre de 2006, contra Gloria Amparo Arbeláez y otro por el delito de “obtención de documento público falso “ en razón  de la trasferencia que se hizo a la señora Arbeláez del derecho de dominio del predio “Las peñas”, mediante la E.P. 3524 del 26 de octubre de 2001 de la Notaría 3ª de Pereira

3.4.7 A su vez la evidencia documental allegada por el delegado de la FGN demuestra que las decisiones que adoptaron el juez civil 6º civil municipal y la juez 4º de familia de Pereira, en lo relativo a la posesión que se le reconoció a la señora Arbeláez sobre el predio “Las peñas” , no se basaron simplemente en el examen del acta de entrega del citado predio que hizo la juez 1º penal municipal de Santa Rosa de Cabal en calidad de comisionada el 14 de abril de 2004 en favor del señor Jaime Ocampo Restrepo, sino en la valoración de la prueba documental y testimonial que se allegó al referido trámite incidental, que correspondió a su particular criterio sobre el material probatorio allegado a esas actuaciones, que los condujo a reconocer que la señora Arbeláez era poseedora del inmueble “Las Peñas” desde el 21 de julio de 2003, según la decisión específica que adoptó la juez 4ª de Familia de Pereira.

En ese sentido hay que hacer mención de lo consignado por el Dr. Londoño Bartolo (juez 6º civil municipal de Pereira), en el escrito que dirigió al señor Fiscal 3 delegado ante esta Corporación
, en el cual manifestó que la prueba fundamental para decidir el incidente que le correspondió tramitar no fue el acta de entrega del predio “Las Peñas” que hizo la juez 1º civil municipal de Santa Rosa de Cabal sino la prueba documental y testimonial que se practicó en esa actuación que fue decidida con apoyo en la normatividad legal .

A su vez de la diligencia de interrogatorio a indiciado que rindió la Dra. Amanda Pineda Gutiérrez, juez 4ª de Familia de esta ciudad
, se deduce que al examinar las pruebas practicadas en el citado trámite incidental, llegó a la conclusión de que Gloria Amparo Arbeláez tenía la calidad de poseedora material del predio “Las Peñas” en los términos de lo dispuesto en el artículo 762 del C. Civil, desde el 21 de julio de 2003 y que para adoptar su decisión no consideró relevante que la citada señora se hubiera negado a firmar el acta levantada durante la diligencia de entrega de ese predio que hizo la juez 1º civil municipal de Santa Rosa de Cabal. 
Igualmente aclaró que tuvo conocimiento del proceso penal que se adelantaba contra esa dama por una conducta contra la fe pública para adquirir la titularidad del predio en disputa, pero explicó que esa situación no tenía incidencia en la determinación que le correspondía adoptar en segunda instancia ya que lo que se debatía era un tema relacionado con la posesión del citado inmueble, por lo cual no había lugar a aplicar la figura de la prejudicialidad. 

En ese orden de ideas se concluye que pese a la particular opinión del señor Ocampo Restrepo, que en principio expresó su disconformidad con las determinaciones de los funcionarios denunciados, no existen medios probatorios que permitan subsumir la conducta de los funcionarios investigados en la norma de prohibición contenida en el artículo 413 del CPP, ya que no se advierte que hubieran proferido decisiones manifiestamente contrarias a la ley, por lo cual en lo que a ellos atañe, se acogerá la solicitud que presentó el delegado de la FGN.
3.5 SOBRE EL CASO DE LA DRA. GLORIA INÉS CASTAÑO BUITRAGO. 

En lo que tiene que ver una conducta atribuida a la Dra. Gloria Inés Castaño Buitrago, juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal, derivada del fallo que adoptó el 27 de octubre de 2009 dentro del proceso reivindicatorio que adelantó el señor Jaime Ocampo Restrepo contra la señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio y el abogado Elmer Alonso Castaño Bermax
, se hacen las siguientes consideraciones :

3.5.1 La sentencia dictada por la citada funcionaria en esas oportunidad, tiene una característica especial, ya que no se fundamentó en un ejercicio de valoración probatoria sobre las condiciones genéricas de prosperidad de la acción de dominio promovida por el demandante, sino en una situación diversa que remite a las decisiones que habían adoptado el juez 6º civil municipal de Pereira y la juez 4º de Familia de esta ciudad, relacionadas con la fijación de la fecha de inicio de la posesión que se reconoció a la señora Arbeláez sobre el fundo “Las Peñas”, lo cual tuvo injerencia decisiva en la decisión que tomó la juez Castaño Buitrago dentro del proceso reivindicatorio en mención.
3.5.2 En ese sentido hay que manifestar que la decisión de la Dra. Castaño Buitrago se centró específicamente en el hecho de que en las determinaciones adoptadas por los titulares de los citados despachos, que tenían el carácter de cosa juzgada para el momento en que se dictó sentencia en la acción de dominio, se le había reconocido el derecho a la posesión del predio “Las Peñas” a la señora Arbeláez desde el 21 de julio de 2003 según lo decidido por la juez 4º de Familia de Pereira el 11 de noviembre de 2005, que modificó la fecha en que se consolidó ese derecho sobre el citado bien, el cual fue transferido por la citada señora al abogado Castaño Bermax mediante E.P. del 754 del 18 de febrero de 2008 de la Notaria 5ª de Pereira
 .

La funcionaria investigada igualmente expuso que ese derecho no resultaba afectado por la sentencia que  dictó el juzgado sexto penal del circuito de Pereira el 27 de octubre de 2006, donde se condenó a Gloria Amparo Arbeláez Osorio y a Waynner Edgardo Riascos Osorio por el delito de obtención de documento público, al haber inducido en error al notario 3º de Pereira a efectos de que se expidiera la E.P. 3524 del 26 de octubre de 2001, relacionada con la compraventa del inmueble “Las Peñas”, para lo cual el señor Riascos Osorio manifestó que actuaba en nombre y representación del señor Jesús Antonio Ocampo Valencia (quien había fallecido muchos años antes), a efectos de transferir el dominio de esa propiedad a la señora Arbeláez Osorio.

Sin embargo la juez denunciada consideró que de acuerdo a las decisiones adoptadas por el juez 6º civil municipal de Pereira el 7 de julio de 2005 y la señora juez 4º de Familia de esta ciudad el 11 de noviembre de 2005 -específicamente esta última determinación-, la posesión de Gloria Amparo Arbeláez sobre el predio “Las Peñas” se había consolidado desde el 21 de julio de 2003, es decir con anterioridad al título del señor Jaime Ocampo Restrepo, quien había acompañado como prueba en la acción de dominio copia auténtica la escritura 738 del 16 de febrero de 2008, de la notaría 5ª de Pereira, que contenía el acto de adjudicación de bienes dentro del proceso de sucesión del señor Jesús Antonio Ocampo Valencia.
En consecuencia estimó que con base en la fecha en que se fijó la posesión del citado predio que le fue restituida a la señora Arbeláez Osorio, mediante decisiones que habían cobrado ejecutoria, resultaba claro que no podía prosperar la pretensión reivindicatoria del actor, ya que la posesión ejercida por la citada señora era anterior al título del accionante, y en consecuencia sustentó su decisión en precedentes de la Sala de Casación  Civil de la CSJ del 1 de junio de 1955 y del 28 de septiembre de 1977, donde se había expuesto que para que prosperara la acción revindicatoria sobre un bien, era necesario que el título del demandante fuera anterior a la posesión ejercitada por el demandado.
3.5.3 Para la Sala resulta claro que la decisión de la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal, que se centró en ese requisito específico de la acción reivindicatoria, se ajustó a la jurisprudencia existente sobre la materia. Para el efecto se cita como precedente la sentencia T-456 del 27 de mayo de 2011 de la Corte Constitucional, en la cual se retomaron añejas decisiones de la  Sala de Casación Civil de la CSJ, donde se  había expuesto lo siguiente:
“(…) 

4.2. La doctrina y jurisprudencia nacional han reconocido que para obtener el resultado esperado en un proceso reivindicatorio, es necesario que se pruebe  la existencia de los siguientes elementos estructurales: (i) Que el demandante tenga derecho de dominio sobre la cosa que persigue; (ii) Que el demandando tenga la posesión material  del bien; (iii) Que se trate de una cosa singular o cuota determinada de la misma; (iv) Que haya identidad entre el bien objeto de controversia con el que posee el demandado; y además, (v) que los títulos del demandante sean anteriores a la posesión del demandado.

En la Sentencia T-076 de 2005, la Corte Constitucional se refirió a cada uno de los elementos a partir de los reiterados pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en procesos de reivindicación:

“1.2.2.- En lo que toca con el primer elemento enunciado, vale decir, la obligación del demandante de demostrar que es el propietario de la cosa cuya restitución busca, tiene su razón de ser en que debe aniquilar la presunción de dominio que conforme al artículo 762 del C.C., ampara al poseedor demandado, pues para estos efectos, defendiendo aquella, se defiende por regla general ésta. Luego, mientras el actor no desvirtúe el hecho presumido, el poseedor demandado en reivindicación seguirá gozando de la presunción de dueño con que lo ampara la ley. 

1.2.3.- El segundo elemento, esto es, la posesión material del bien por parte del demandado, al decir artículo 952 del C.C. que "la acción reivindicatoria se dirige contra el poseedor" implica que corre por cuenta del demandante demostrar que su oponente ostenta la calidad de poseedor del bien que pretende reivindicar, para que así éste tenga la condición de contradictor idóneo.

1.2.4.- También se requiere, como tercer elemento de la acción reivindicatoria que recaiga sobre cosa singular reivindicable o cuota determinada de cosa singular, lo que quiere decir que el bien sobre el cual el actor invoca la propiedad, sea o se encuentre particularmente determinado y el título de dominio que invoca abarque la totalidad del mismo, y si se trata de cuota de la cosa singular, el título ha de comprender la plenitud de la cuota que reivindica.

1.2.5.- Como último elemento axiológico de la acción reivindicatoria está el de la identidad del bien que persigue el actor con el que posee el demandado, esto es,  que los títulos de propiedad que exhibe el reivindicante correspondan al mismo que el opositor posee. Sobre la necesidad de acreditar este requisito tiene dicho la Corte que "en tratándose de hacer efectivo el derecho, ha de saberse con certeza cuál es el objeto sobre el cual incide. Si el bien poseído es otro, el derecho no ha sido violado, y el reo no está llamado a responder" (Cas.27 de abril de 1955, LXXX, 84)”
.

4.3. Además de los elementos enunciados, la acción reivindicatoria exige la existencia de un título de dominio anterior a la posesión del demandado. En estas acciones, el demandante no está obligado a pedir que se declare dueño de la cosa que pretende reivindicar, pero es indispensable que demuestre que es dueño del bien con anterioridad a la posesión del demandado, pues de esa manera se desvirtúa la presunción que protege al demandado como poseedor del bien prevista en el artículo 762 del Código Civil, según la cual “el poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo”. Por eso, la acción se edifica enfrentando títulos del actor contra la posesión alegada por el demandado. 

Al respecto la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil ha afirmado lo siguiente:

"La anterioridad del título del reivindicante apunta no sólo a que la adquisición de su derecho sea anterior a la posesión del demandado, sino al hecho de que ese derecho esté a su turno respaldado por la cadena ininterrumpida de los títulos de sus antecesores, que sí datan de una época anterior a la del inicio de la posesión del demandado, permiten el triunfo del reivindicante. Entonces, no sólo cuando el título de adquisición del dominio del reivindicante es anterior al inicio de la posesión del demandado, sino inclusive cuando es posterior, aquél puede sacar avante su pretensión si demuestra que el derecho que adquirió lo obtuvo su tradente a través de un título registrado, y que éste a su turno lo hubo de un causante que adquirió en idénticas condiciones; derecho que así concebido es anterior al inicio de la posesión del demandado, quien no ha adquirido la facultad legal de usucapir”. 

Por lo anterior, para contrarrestar la presunción de dominio que protege al poseedor, el titular de la acción reivindicatoria debe comprobar que en él se encuentra la titularidad del derecho de dominio, lo que hace a través de la exhibición de un título anterior a la posesión del demandado debidamente registrado en la oficina de instrumentos públicos, como modo de tradición del dominio en la que consta el traspaso de la propiedad que el dueño anterior hizo.

4.4. Así, la acción reivindicatoria o acción de dominio, es la que adelanta el dueño de un bien contra el actual poseedor del mismo para obligarlo a que lo restituya, para lo cual se requiere el enfrentamiento de los títulos del actor contra la posesión alegada por el demandado. Para el éxito de la acción, es indispensable que el demandante tenga el dominio, el demandado la posesión, que se trate de un bien sobre el que exista identidad frente al reclamado y que los títulos de adquisición sean anteriores a la posesión que alega tener la persona contra quien se dirige la demanda”. (Subrayas fuera del texto original) 
Por su parte la Sala de Casación Civil de la CSJ en sentencia del 28 de enero de 2015, con radicación STC483-2015, hizo mención de la posición tradicional de esa corporación sobre el tema en estudio y para el efecto expuso:
“(…)

La Corte en las providencias que se citan a continuación ha afirmado lo siguiente:
(…) 
“En la prueba del derecho de propiedad, pueden contemplarse varias situaciones que interesa estudiar: a) las dos partes presentan para acreditar sus derechos, títulos de propiedad. Si éstos emanan de la misma persona, se resolverá en principio, según la prioridad de la inscripción del título en la oficina de registro. Si emanan de personas distintas, el demandado debe ser mantenido en la posesión, por la presunción de dueño que ésta establece, a menos que el reivindicante logre demostrar que su autor le hubiera ganado al título del demandado, en caso de que el litigio se hubiere entablado entre ellos; b) como segunda hipótesis, se presenta el caso de que una sola de las partes tiene título. Si esta parte es el demandado, permanecerá naturalmente en posesión. Si es el actor, obtendrá la restitución de la cosa reclamada, a condición de que su título sea anterior a la posesión del demandado’ (Casación de 18 de agosto de 1948, G.J. Tomo XLIV, páginas 714 a 718).

b.-) ‘Esta Sala de casación ha sostenido en numerosos fallos que para el ejercicio de la acción reivindicatoria no es necesario presentar ni exhibir el certificado del Registrador, sobre la suficiencia de una titulación de propiedad, a que se refiere el artículo 635 del Código Judicial, porque en esta clase de controversias no se trata de apreciar ni demostrar la existencia  o validez de las sucesivas transferencias del dominio de la fincas reivindicadas en espacio mayor de treinta años, sino únicamente de enfrentar el título de dominio del actor con los del demandado o con la posesión que éste pretende, para decidir en cada caso y sólo entre las partes, cuál de esas situaciones debe ser preferida y respetando en el orden prevalente la antigüedad. Si el título del actor reivindicante es anterior al título o a la posesión que alega, debe prosperar la acción y ordenarse la restitución del bien  al que aparece con mejor derecho entre las dos para conservar su dominio y su goce, en orden a la mayor antigüedad’ (Casación de 24 de marzo de 1943, G.J. Tomo LV, páginas 242 a 248).( subrayas fuera del texto original ) 
c.-) ‘No procede la consideración de los reparos que en torno de esta titulación formula en su escrito de réplica en casación el apoderado de los demandados, porque no habiendo aducido la parte que representa títulos de ninguna naturaleza, sino su mera posesión, carece de interés para analizar y hacer observaciones en torno de remotas tradiciones antecedentes del dominio que la actora ha demostrado que le pertenece. `A quien alega el dominio como base de reivindicación –ha dicho la Corte-, le basta presentar títulos anteriores a la posesión del demandado, no contrarrestados por otros que demuestre igual o mejor derecho del poseedor no amparado por la prescripción. La presunción de dominio establecida en el artículo 762 del Código Civil, desaparece en presencia de un título anterior de propiedad, que contrarreste la posesión material, pues el poseedor queda en el caso de exhibir otro título que acredite un derecho igual o superior al del actor (Gaceta Judicial, Tomo XLIII, página 593)”, Casación de 11 de septiembre de 1943, G.J. LVI, páginas 117 a 122. (Subrayas fuera del texto original)
(…)

El conflicto en este caso, se repite, únicamente es entre José de Jesús de los Dolores Vásquez Vargas, propietario inscrito desde 1958, y Lucrecia González Alvarado, poseedora material, a partir de 1986, circunstancia que hace predominar el título anterior frente al señorío posterior, sin que sea lícito hacer las inquisiciones que pretende la opositora sobre otros aspectos concernientes a si Rosendo Vásquez Vargas era verdaderamente el propietario de lo que dijo vender en la citada escritura pública 327 de 3 de febrero de 1958. (CSJ SC, 28 sep. 2009, rad. 2001-00002-01).
(…)” 
3.5.4 Como se observa, la Sala de Casación Civil mantiene vigentes los conceptos de la jurisprudencia tradicional de esa Colegiatura, en el sentido de que en materia de acciones de dominio el demandante debe demostrar que su título es anterior a la posesión del demandado, lo que no fue acreditado por el demandante Jaime Ocampo Restrepo en el proceso reivindicatorio que adelantó contra Gloria Amparo Arbeláez y Helmer Alonso Castaño Bermax, y ello explica que la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal no hubiera fallado el citado proceso acudiendo a una exhaustiva labor de análisis probatorio, sino con fundamento en los precedentes del órgano de cierre en materia civil antes referidos, sobre la prevalencia de la posesión del demandado cuando el título del reivindicante era posterior a ese hecho, tal y como sucedió en el presente caso.

Es de advertir que al rendir su diligencia de interrogatorio a indiciado
, la citada juez explicó que luego de la práctica probatoria adelantada en el citado proceso se corrió traslado a las partes para que presentaran sus alegatos de conclusión y se dictó ese mismo día la sentencia, que fue negativa para los intereses del demandante habida cuenta de que su título era posterior a la posesión que ejercía la señora Arbeláez, que luego fue transferida al abogado Castaño Bermax. 

Igualmente manifestó que luego de que se dictara su fallo la apoderada del señor Ocampo presentó una solicitud de nulidad del mismo, que le fue negada, ya que sólo procedía el recurso de apelación.

3.5.5 De conformidad con lo expuesto anteriormente la Sala no advierte que la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal hubiera proferido una decisión manifiestamente contraria a la ley al fallar el citado proceso en contra de los intereses del señor Ocampo, al presentarse una situación evidente como la prevalencia temporal de la posesión primigenia y agregada de los demandados, sobre el predio objeto de la acción de dominio, que había sido reconocida desde el 21 de julio de 2003 según la decisión del 11 de noviembre de 2005 de la juez 4º de Familia de Pereira, ya que precisamente en la sentencia dictada el 27 de octubre de 2009 por la juez investigada, se manifestó que: “…El demandante Jaime Ocampo Restrepo tiene legitimación la causa por activa, ya que acompaña con la demanda (fls 3 a 7) copia auténtica de la escritura 738 del 16 de febrero de 2008 otorgada en la Notaría Quinta del círculo de Pereira, contentiva del juicio sucesorio del causante JESÚS ANTONIO OCAMPO VALENCIA del que se colige que le fue adjudicado al aquí demandante, como único interesado reconocido como tal , el lote de terreno denominado LAS PEÑAS, localizado en la vereda “El español”, zona rural de este municipio…”, lo que comprueba que el título del actor si era posterior a la posesión que se reconoció inicialmente a la señora Arbeláez, mediante una decisión que había adquirido firmeza para el momento del fallo dictado por la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal.
3.5.6 En torno a la manifestación del señor Ocampo Restrepo, en el sentido de que la funcionaria investigada, no tuvo en cuenta para adoptar su decisión que en la demanda ordinaria reinvindicatoria se había mencionado que la señora Gloria Amparo Arbeláez había falsificado unas escrituras que fueron inscritas ante la Oficina de Registro de II y PP para consolidar su derecho de dominio sobre ese inmueble, se debe manifestar lo siguiente: 
En la carpeta presentada por el delegado de la FGN aparece copia de la sentencia dictada el 27 de octubre de 2006 por el juzgado 6º penal del circuito de Pereira,
 donde se hicieron las siguientes consideraciones:

(…)  “De otro lado, por más que aseguren los distinguidos defensores un propósito ajeno al cuestionamiento del examen probatorio realizado por el fiscal, la verdad es que los acusados si actualizan el comportamiento punible de Obtención de Documento Público Falso, pues indujeron en error a un servidor público, en este caso a un notario, haciéndole consignar una manifestación falsa ya que se confeccionó una escritura pública en donde constaba la compraventa de un inmueble, obrando el señor WAYNER EDGARDO RIASCOS en nombre y representación de! vendedor señor JESÚS ANTONIO OCAMPO VALENCIA, cuando éste último había fallecido muchos años, transfiriendo el dominio de la propiedad a la señora GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO.

Simplemente esa escritura es falsa porque lo consignado en la misma no corresponde, a  la verdad y lo que se perseguía era que GLORIA AMPARO ARBELÁEZ figurara como propietaria del fundo rural. Los muertos no firman ni otorgan poderes, por eso se engañó a! notario y a los demás herederos del predio rural puesto que ni siquiera se había levantado la sucesión del señor OCAMPO VALENCIA.

(…) 
FALLA
PRIMERO: Condénase a los procesados GLORIA AMPARO ARBELÁEZ OSORIO y WAYNNER EDGARDO RIASCOS RUIZ, de condiciones personales y civiles conocidas en el proceso, a la pena principal de TREINTA Y SEIS (36) MESES DE PRISIÓN por habérseles hallado autores responsables de ia conducta punible de "OBTENCIÓN DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO.  (…)”
3.5.7 Sin embargo se advierte que conforme al acápite de pretensiones de la demanda reivindicatoria que promovió Jaime Ocampo Restrepo ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el objeto del mencionado proceso no estaba relacionado con la titularidad del derecho de dominio del predio “Las Peñas”, que para esa fecha estaba en cabeza del señor Ocampo, sino sobre la restitución de la posesión de ese inmueble en favor del actor, por lo cual, como se expuso anteriormente y en virtud de las decisiones que habían adoptado el Dr. Mario Londoño Bartolo y la Dra. Amanda Pineda Gutiérrez, existía un reconocimiento de la posesión que ejercía la señora Arbeláez sobre el predio en mención, que fue fijada a partir del 21 de julio de 2003, y que era anterior a la adquisición del derecho de dominio por parte del demandante y por ello, su pretensión no podía prosperar, situación que a su vez hacía irrelevante la aplicación de la figura de la prejudicialidad, ya que el tema en discusión no se centraba en el derecho a la propiedad del citado bien.

3.5.8 En ese orden de ideas se puede concluir entonces que pese a lo que manifestaron el señor Gilberto García Ramírez y la Dra. María Emilia Arango Ormaza en sus entrevistas, no se podía condicionar el proferimiento del fallo que dictó la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal a los efectos de la investigación adelantada contra la señora Arbeláez y Wagner Edgardo Riascos Ruiz, ya que se reitera que en ese juicio ordinario no se debatía lo correspondiente a la propiedad de ese inmueble, sino la pretensión del  señor Ocampo de recuperar la posesión material de ese predio, asunto que no fue ventilado en el proceso penal que se tramitó en el juzgado 6º penal del circuito de Pereira en el fallo antes mencionado, donde fue condenada la citada señora por la conducta de “obtención de documento público falso”, precisamente por haber inducido en error al escribano 3º de esta ciudad para acreditar que era titular del dominio del predio sobre el cual le fue reconocida su calidad de poseedora, pero no se examinó ninguna situación relativa al ejercicio de la posesión del inmueble “Las Peñas”. 
3.5.9 Adicionalmente hay que tener en cuenta que sobre los hechos que sirvieron de sustento a la solicitud de investigación contra la señora juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal, existió un pronunciamiento expreso de la Sala Civil Familia de este Tribunal, originado en una acción de revisión que promovió el señor Jaime Ocampo Restrepo, con base en lo dispuesto en los artículos 379 y ss del CPC, a efectos de que se examinara la actuación cumplida en la sentencia del 26 de octubre de 2009 que dictó la juez civil del circuito Santa Rosa de Cabal,  dentro de la acción de dominio que había promovido el señor Ocampo.

Precisamente en la sentencia dictada el 13 de febrero de 2012, la citada Sala Civil–Familia, con ponencia del Dr. Gonzalo Flórez Moreno no accedió a la solicitud de revisión del fallo que dictó la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal en la fecha mencionada, dentro del citado proceso ordinario reivindicatorio.

En esa providencia se hicieron las siguientes consideraciones básicas:
“
(…)  

4.5.1 Sobre la falta de examen de la documentación correspondiente al mencionado proceso penal: (…)  

Sobre la causal 1ª del artículo 381 del CPC :Pues bien: basta un examen más o menos detenido del expediente objeto del recurso para inferir objetiva y racionalmente que la documentación penal a que se refieren estas dos causales invocadas por el accionante, en realidad de verdad y, contrario a lo sostenido por él, sí obraron en el proceso que ahora se revisa y tanto es ello así que son visibles a folios 101 y siguientes del cuaderno principal, según sentencia penal proferida en octubre 27 del 2006 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de la ciudad, o sea, mucho antes de proferir la sentencia dentro del proceso reivindicatorio ahora impugnado por vía de la revisión, que lo fue en octubre 27 del 2009, es decir, exactamente tres (3) años después, lo que significa, debe significar, que la juez conociente necesariamente debió tener esa documentación ante sus ojos y, por tanto, no la pasó por alto. 
Ello  quiere decir, en otros términos, que no se trata de documentación obtenida después del proferimiento de la sentencia, o que el recurrente no hubiese podido aportarla en su momento ni, en fin, que se tratase de documentos falsos que hubiesen sido decisivos para el pronunciamiento del fallo. Nada de eso.  
Si el recurrente se toma el trabajo de examinar las motivaciones expuestas por la juez en su sentencia habría concluido fácilmente que la funcionaria se basó en el hecho de que los demandados eran, y son, poseedores sin título, pero que su posesión – he ahí el quid del asunto- es  anterior al título del reivindicante, lo que jurídicamente obliga a respetarles su derecho,  que fue lo que en efecto dispuso. Ello le habría evitado al libelista formular estas causales que, por lo visto, son totalmente infundadas y, por ello mismo  eximen a la Sala de seguir redundando sobre el punto. 
4.5.2 Sobre la causal 6ª del artículo 381 del CPC:
(…)  

Que se basa en el hecho de que, según el actor, los Juzgados 6º. Civil Municipal y 4º. De Familia, que no obstante haber conocido del proceso penal que cursaba en la fiscalía donde se les informó de la suspensión del proceso por prejudicialidad, tramitaron un asunto sobre el cual no tenían competencia toda vez que el inmueble objeto del mismo está situado en el municipio de Santa Rosa de Cabal. 

Tampoco esta causal logra ninguna viabilidad porque, respecto de una supuesta prejudicialidad, no se debe perder de vista que la actuación penal terminó con la sentencia citada del 27 de octubre del 2006 y lógicamente ya no había lugar a la paralización del proceso civil que se venía adelantando sobre la reivindicación del bien. 
4.5.3 Y sobre la supuesta falta de competencia de los juzgados arriba mencionados, tampoco existe, porque tales despachos no conocieron de ninguna reivindicación, como se afirma por el actor, sino sobre un aspecto muy distinto que nada tiene que ver con el proceso objeto de revisión pues se trató de la sucesión del señor Jesús Antonio Ocampo Valencia dentro del cual la ahora demandada, señora Gloria Amparo Arbeláez Osorio, presentó en su calidad de tercera posesora, un incidente de oposición a la entrega del inmueble, y reconocimiento de mejoras, que fue fallado en su favor y que desde entonces le ha servido de apoyo para que le sea protegido su derecho. Así se desprende de las providencias judiciales que en copia aparecen a folios 91 a 116 del cuaderno principal. 

De tal suerte que no se trata de artificios o maquinaciones que hubiesen urdido las partes principales del proceso revisado para perjudicar al recurrente, sino de una causal que sin mayor sindéresis y sin medir las consecuencias de sus afirmaciones se hace en la demanda de revisión y que, por tanto, deviene totalmente inviable. 

4.5.4 Sobre la causal 8ª de la norma en cita :
Que se hace consistir en el hecho de que el Juzgado Civil del Circuito al proferir sentencia el 27 de octubre del año 2009, violó los términos para presentar alegatos de conclusión, sin embargo de lo cual no aceptó el incidente de nulidad que fue presentado oportunamente, lo que le impidió al actor formular el respectivo recurso de apelación contra el citado fallo. 

Tampoco esta causal está llamada a obtener éxito porque si bien es cierto que no es usual que los funcionarios judiciales dicten sus fallos el mismo día en que vencen los términos para presentar alegatos de conclusión (que fue lo que realmente pasó en este caso), no lo es menos que ello no constituye ningún motivo de nulidad, primero, porque las partes tuvieron oportunidad de alegar y en verdad lo hicieron en su momento. Y, segundo, porque esa simple irregularidad bien hubiera podido reclamarse al momento de apelar el fallo así proferido, lo que no se hizo, lo cual  indica claramente que el actor se conformó con lo allí decidido, es decir, la saneó si alguna vez existió y, por tanto, no es dable por la vía del recurso extraordinario de revisión, reabrir una controversia que él mismo dejo pasar en silencio. Nos remitimos a lo dicho en la parte inicial de estas consideraciones sobre el mismo punto. 
 ´

3.6 SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO: 

3.6.1 El señor Fiscal requirente sustentó su solicitud de preclusión en favor de los funcionarios investigados con la siguiente argumentación: i) la aplicación del principio de tipicidad inequívoca que se desprende del artículo 10 del CP; ii) la imposibilidad de subsumir la conducta de los citados jueces en la norma de prohibición contenida en el artículo 413 del CP, ya que sus decisiones se basaron en las pruebas practicadas en el proceso de sucesión del señor Jesús Antonio Ocampo Valencia que se tramitó en el juzgado 6º civil municipal de Pereira, en el proceso reivindicatorio que promovió el señor Jaime Ocampo Restrepo ante el juzgado civil del circuito de Santa Rosa de Cabal, y su consideración especial en el sentido de que la sentencia dictada por el juzgado 6º penal del circuito de Pereira contra Gloria Amparo Arbeláez por una conducta punible contra la fe pública, no la despojaba de sus derechos como poseedora del bien sobre el cual versó la acción de dominio; y iii) que la decisión adoptada por el Dr. Mario Londoño Bartolo al resolver el incidente de oposición a la diligencia de secuestro del predio “Las Peñas” que se realizó el 14 de abril de 2004, como el fallo dictado por la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal dentro del mencionado proceso reivindicatorio, fueron revisadas por vía de apelación en el primer caso y por vía de acción de revisión frente a la citada sentencia, con resultados desfavorables para el denunciante.

Por lo tanto, el  señor Fiscal 3º adscrito a los TS de Armenia y Pereira, concluyó que: “… de todas maneras se ha efectuado análisis de las decisiones en procura de establecer la existencia de las protuberantes divergencias, entre lo plasmado por los señores Jueces y lo que las normas civiles y procesales civiles les imponían o lo que les señalaban las pruebas, no encontrando en ninguno de los casos analizado trazas de ello”, por lo cual solicitó la preclusión de la investigación en favor de los funcionarios vinculados a la presente causa, por atipicidad de las conductas denunciadas, solicitud que finalmente fue apoyada por el mismo denunciante y su apoderada al hacer su intervención en la audiencia de sustentación de la pretensión del delegado de la FGN.
3.6.2 De conformidad con lo expuesto, la Sala considera que en el caso sub examen, al plantearse un evento de atipicidad de la conducta atribuida a los funcionarios investigados, que corresponde a la causal prevista en el  numeral 4º del artículo 332 del CPP, el caso sub lite se debe resolver teniendo en cuenta lo dispuesto en el precedente establecido en CSJ SP del 13 de julio de 2006, radicado 25627, donde se expuso lo siguiente sobre el tipo de prevaricato por acción: 
“…dicha conducta prohibida se realiza, desde su aspecto objetivo, cuando se presenta un ostensible distanciamiento entre la decisión adoptada por el servidor público y las normas de derecho llamadas a gobernar la solución del asunto sometido a su conocimiento.

También ha señalado la Sala que al incluir el legislador en la referida descripción un elemento normativo que califica la conducta, el juicio de tipicidad correspondiente no se limita a la simple y llana constatación objetiva entre lo que la ley manda o prohíbe y lo que con base en ella se decidió, sino que involucra una labor más compleja, en tanto supone efectuar un juicio de valor a partir del cual ha de establecerse si la ilegalidad denunciada resiste el calificativo de ostensible por lo cual, como es apenas natural, quedan excluidas de esta tipicidad aquellas decisiones que puedan ofrecerse discutibles en sus fundamentos pero en todo caso razonadas, como también las que por versar sobre preceptos legales complejos, oscuros o ambiguos, admiten diversas posibilidades interpretativas por manera que no se revelan como manifiestamente contrarias a la ley…”.
 

3.6.3 Por mandato constitucional, la Fiscalía General de la Nación está en la obligación de investigar los hechos con características de delitos, y que lleguen a su conocimiento, siempre y cuando se cuente con motivos que indiquen su posible existencia. De esta forma, y en cumplimiento de las funciones que la Carta Superior le asignó al ente acusador en el artículo 250, al término de la etapa de investigación, los delegados de esa institución, deben presentar el correspondiente escrito de acusación con la finalidad de dar inicio a la fase de juicio, cuando de los elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida, con probabilidad de verdad pueda afirmarse que el ilícito existió y que contra quien se dirige el escrito es su autor o partícipe.

Según lo establecido por el artículo constitucional en cita, igualmente es función de la Fiscalía General de la Nación, solicitar al Juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones, cuando no halle mérito para acusar. 
En desarrollo de esta norma, el artículo 332 de la ley 906 de 2004, estableció las  causales por las cuales se puede solicitar la preclusión de la investigación, incluyendo dentro de ellas la atipicidad de la conducta investigada, que es la que se adecua al caso de los jueces Mario Londoño Bartolo, Amanda Pineda Gutiérrez y Gloria Inés Castaño Buitrago, para lo cual se debe tener en cuenta que la  preclusión de la investigación puede ser solicitada por la Fiscalía en una etapa procesal o preprocesal, según la jurisprudencia de la  Corte Constitucional, así:

“…En efecto, la solicitud de preclusión deberá ser siempre presentada por el fiscal ante el juez de conocimiento; es decir, en cualquier momento, y no solamente a partir de la formulación de la imputación. En otros términos, la declaratoria de preclusión de la acción penal debe ser siempre adoptada por el juez de conocimiento a solicitud del fiscal…” 

3.6.4 En la sentencia C-651 de 2011 la Corte Constitucional expuso que la atipicidad involucra la ausencia de alguno de los elementos estructurales del tipo, que en este caso vendría a ser la expresión “resolución, dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley”.
A su vez en CSJ SP del 21 de agosto de 2013, radicado 39751 se precisó ese concepto al hacerse mención de los elementos estructurales del delito de prevaricato por acción, retomando lo expuesto en CSJ SP del 27 de septiembre de 2002 radicado 17680 y en CSJ SP del 27 de julio de 2011, radicado 35656 así:
(…)
Que esa decisión adoptada bien sea resolución, dictamen o concepto sea “manifiestamente contrario a la ley”, es decir que aquella tanga una notoria discrepancia entre lo decidido por un funcionario público y lo que debió decidir, o como tantas veces se ha dicho, que exista una contradicción evidente e inequívoca entre lo resuelto por el funcionario y lo mandado por la norma.

La jurisprudencia de la Corte ha considerado respecto al ingrediente normativo, lo siguiente:

“que la contradicción entre lo demandado por la ley y lo resuelto sea notoria, grosera o «de tal grado ostensible» que se muestre de bulto con la sola comparación de la norma que debía aplicarse… que para hablar de prevaricato es necesario establecer cuándo los argumentos del servidor, dentro de un campo determinado, resultan aceptables, pues una interpretación loable frente a las singulares trazas que ofrece un caso puede permitir el rechazo del prevaricato… que si el comportamiento del funcionario no está acompañado de razones justificatorias, es decir, acordes con los hechos y con el precepto legal, si obedece a su mero capricho, el acto es manifiestamente contrario a la ley (ibídem); y que tal delito se configura si el servidor público profiere concepto, dictamen, resolución, auto o sentencia manifiestamente apartado de la norma jurídica aplicable al caso, haciendo prevalecer su capricho sobre la voluntad de la disposición legal, lo que significa comparar el mandato legal contentivo de la norma con lo hecho por el funcionario.”

De tal forma que el juicio de tipicidad de la conducta que se predica prevaricadora, involucra una labor compleja, por cuanto no basta efectuar una constatación objetiva entre lo que la ley manda o prohíbe y lo que con base en ella se decidió; sino que, además, debe adelantarse un juicio de valor a partir del cual se establezca si la ilegalidad denunciada resiste el calificativo de ostensible,, pues el elemento normativo “manifiestamente contrario a la ley”, impone un análisis de la concurrencia del ánimo consciente y voluntario de transgredir la ley por parte del funcionario judicial.”
3.6.5. Con base en lo expuesto en precedencia decretará la preclusión de la investigación que se adelantaba contra los funcionarios antes mencionados por la conducta punible de prevaricato por acción, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 332-4 del C. de P.P., decisión que tiene los efectos previstos en el artículo 334 del CPP.
En atención a lo de expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR la preclusión de la investigación que se adelantaba en contra del señor juez Mario Londoño Bartolo y las señoras juezas Amanda Pineda Gutiérrez y Gloria Inés Castaño Buitrago, por la conducta punible de prevaricato por acción, acogiendo la solicitud formulada por el señor Fiscal 3º delegado ante los TS de Armenia y de Pereira, decisión que conlleva los efectos previstos en el artículo 334 del C. de P.P.  

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella proceden los recursos previstos de ley.
 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Ver folio 78 C.principal





� Folios 354-355 ibídem, citando el fallo de 29 de octubre de 2003, radicación 19737.


� Folios 80 Fte y vto  Cuaderno de pruebas


� Folios 212 a 217 Cuaderno de pruebas


� Folios 87 a 96  cuaderno de pruebas


� Folios  1 a 3 Cuaderno Fiscalía 


� F. 362 a 363 cuaderno de pruebas


� Folios 97 a 102  cuaderno de pruebas


� Folios 473 a 476 cuaderno de pruebas 


� Folios 466 a 469 cuaderno de pruebas


� Folios 42 a 51 C. principal. 


� Folios 37 a 39 C. principal.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, expediente No. 4987, diciembre 2 de 1997.


� Folios 385 a 387 cuaderno pruebas 


� Folios 97 a 102 cuaderno pruebas


� Sobre este punto se debe manifestar que mediante auto del 20 de noviembre de 2009, la juez civil del circuito de Santa Rosa de Cabal denegó una solicitud de nulidad contra la sentencia proferida por su despacho el 27 de octubre de 2009.En ese auto se expuso que los términos para presentar alegatos de conclusión habían sido cercenados, ya que la sentencia se había dictado el mismo día en que vencía el plazo para ello . Sin embargo se consideró que al no haber sido apelada la sentencia de primera instancia, había cobrado ejecutoria por lo cual el despacho no tenía competencia para decretar la nulidad solicitada. Esa posición fue acogida en la sentencia  que dictó la Sala Civil- Familia de esta corporación el 13 de febrero de 2012, donde se negó el recurso de revisión interpuesto por el señor Jaime Ocampo Restrepo.


� Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal. Sentencia del 13 de julio de 2006. Proceso Rad. 25627. M.P. Marina Pulido de Barón


� Sentencia C-591 de 2005. M.P. Clara Inés Vargas Hernández
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